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SEÑOR PRESIDENTE (Gamou).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 9 y 42) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda da la bienvenida a una delegación de la 
Oficina Nacional del Servicio Civil integrada por el escribano Julio Martínez, Director; las doctoras Elena 
Tejera, Subdirectora y Laura Bajac, Adscripta a la Dirección; el contador Ramiro Bello, Director de Diseño 
Institucional y Gestión Organizacional; la socióloga Analía Corti, Coordinadora del Observatorio de la 
Gestión Humana del Estado y el economista Guillermo Gaimés, asesor. También nos acompañan la contadora 
Susana Díaz y la señora Ana Laura Mengual, del Ministerio de Economía y Finanzas, y la señora Mirta 
García Montejo y el señor Gerardo Siri, de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 


De acuerdo a lo que hemos visto en la Comisión, a esta delegación le compete considerar los artículos 3* al 
16. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Saludamos a todos los miembros de la Comisión y a los presentes. 


En primer lugar, agradezco a la Oficina Nacional del Servicio Civil por la oportunidad de expresar la opinión 
técnica acerca de los artículos que el señor Presidente ha mencionado. 


Efectivamente, la Sección II del proyecto de Rendición de Cuentas a estudio cuenta con 14 artículos que 
abarcan diferentes temáticas, que en un ensayo primario de clasificación podemos dividir en cinco criterios 
generales. Dentro de tal perspectiva, y como forma de buscar algunos criterios de carácter uniforme, en este 
articulado vamos a encontrar primero algunas normas que sustituyen a otras en la pretensión de precisar o 
definir con mayor exactitud algunos conceptos que se han ido plasmando en general en normas anteriores. En 
este sentido, la realidad ha demostrado la imperiosa necesidad de realizar cambios. Esos cambios nacen tanto 
a raíz de la propia necesidad de precisar algunos conceptos o situaciones como por la existencia de algunos 
vacíos legales o normas que han dado lugar a diferentes interpretaciones. Por tales motivos, se ha entendido 
la necesidad de legislar en ese sentido, tal es el caso típico del artículo 3” que en momentos vamos a tratar de 
explicar. 


En segundo término, encontramos normas que incorporan situaciones o grupos a determinadas categorías 
preexistentes al carecerse, hasta el momento, de normas habilitantes para tales incorporaciones. A modo de 
ejemplo -luego hablaremos de las disposiciones contenidas-, encontramos los artículos 4", 5%, 8%, 9%, 12 y 15. 


En tercer lugar, vamos a encontrar normas cuyo objetivo es la asignación de nuevas competencias a la 
Oficina Nacional del Servicio Civil que surgen, una, en virtud de definiciones que ha adoptado el Poder 
Ejecutivo -así fueron anunciadas en Consejo de Ministros- y la otra, en la medida en que se considera 


necesario establecer una herramienta paliativa ante deficiencias que surgen a partir de otras normas 
preexistentes. Estamos hablando, obviamente, de lo dispuesto en el artículo 6”. 


En cuarto término, encontramos normas que se relacionan directamente con el proyecto del Estatuto y, de 
aprobarse, será necesario contar con algunas normas específicas para su implementación. En dicha categoría, 
nos referimos en especial a las disposiciones contenidas en los artículos 7*, 13 y 16. 


Por último, casi como criterio residual, encontramos una serie de artículos de diversa índole que pretenden 
definir o establecer algunas soluciones a problemas que se vienen dando en la gestión y que responden a la 
existencia de vacíos legales. Por esta vía se pretende dar solución, por ejemplo, en los artículos 9%, 10 o 14. 


En forma previa al análisis de artículo por artículo, desde ya queremos expresar que pretendemos establecer 
un aditivo a una de las normas propuestas, que vamos a explicar más adelante, atendiendo al hecho de que la 
norma que propuso oportunamente la Oficina no coincide con la que se encuentra plasmada en el proyecto de 
ley y que la diferencia en las consecuencias entre ambas redacciones nos parece sustantiva. Tal como se 
redactó, pensamos que no logrará el impacto que se pretendió al momento de su creación. Por ello, 
entendemos que el agregado que propone la Oficina es significativo y, como dije, de un verdadero impacto. 
Aclaro que lo que detallé sobre el artículo 6* no tiene que ver con un tema de incremento de costos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si ustedes tienen redactado lo que proponen, solicitaríamos que nos lo 
acercaran a la Mesa a efectos de poder repartirlo entre las señoras y los señores Diputados, de modo de 
tenerlo presente cuando se discuta el tema. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Se trata de un aditivo pequeño, del cual se puede tomar nota al momento de la 
discusión. 


Ahora, corresponde analizar artículo por artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dado que son pocos artículos -salvo oposición en contrario-, creo que lo 
mejor sería discutir artículo por artículo, permitiendo que las señoras y los señores Diputados puedan 
evacuar sus dudas. Me parece buena la metodología que propone el señor Director. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Trataré de ser lo más sintético y claro posible. 


El artículo 3", que sustituye al artículo 47 de la Ley de Presupuesto, refiere al arrendamiento de obras. 
Entonces, trataré de explicar algunas de las diferencias con el artículo que se pretende sustituir; lo haré 
inciso por inciso para su mejor comprensión. 


En cuanto al primer inciso, el artículo 47 de la Ley N* 18.719, comienza diciendo: "Arrendamiento de obra es 
el contrato que celebra la Administración con una persona física o jurídica, por el cual ésta asume una 
obligación de resultado en un plazo determinado, recibiendo como contraprestación el pago de un precio en 
dinero". En este caso, debemos hacer hincapié en el término "Administración" porque trajo algunos 
problemas interpretativos en cuanto a su alcance. 


¿Quiénes quedaban comprendidos en este término? Si bien puede entenderse que es un concepto amplio, hay 
algunos informes de cierto organismo de contralor que expresaba, por ejemplo, que los Gobiernos 
Departamentales no podrían hacer arrendamiento de obra por no estar comprendidos dentro del término 
aludido. Ante dicha situación y a efectos de evitar contradicciones de carácter interpretativo -tal como se 
expresó anteriormente-, se propone utilizar el término que aparece en la nueva redacción, que es 
"Administraciones Públicas Estatales incluidas en el artículo 451 de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 
1987, en la redacción dada por el artículo 15 de la Ley N” 18.834, de 4 de noviembre de 2011". 


¿Qué estamos diciendo con esto? En definitiva, que pueden celebrar contratos de arrendamiento de obra los 
Poderes del Estado, el Tribunal de Cuentas, la Corte Electoral, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, 
los Gobiernos Departamentales, los Entes Autónomos y los Servicios Descentralizados. 


El segundo inciso ya se encontraba consagrado en el quinto inciso del artículo 47, que refiere a que 
únicamente puede celebrarse este tipo de contratos en caso de las personas físicas cuando estas no fueran 
funcionarios públicos. A su vez, establecía la excepción de los funcionarios docentes de enseñanza pública 
superior. Entonces, la diferencia que podemos apreciar es que -como excepción al principio general 
establecido con anterioridad- se hace referencia a los funcionarios docentes. De alguna forma, esto ya tiene 
un antecedente puesto que el artículo 248 de la Ley N* 18.834, en el caso de la ANEP, aplicó el régimen del 
artículo 47. En el segundo inciso de dicha norma, se establece: "En las contrataciones de profesionales, 
técnicos y docentes que efectúe la ANEP en la modalidad de arrendamiento de obra, no regirá la 
incompatibilidad prevista en el inciso quinto de la referida disposición, para el caso de funcionarios 
dependientes del Estado". 


Pasamos al inciso tercero, cuyo contenido también lo encontramos en el inciso sexto del artículo 47 de la Ley. 
N? 18.719. Este se encuentra directamente ligado a lo que hacíamos referencia en el inciso anterior en cuanto 
a que también conforma el régimen de excepciones. Acá se agregan las excepciones del inciso anterior a los 
contratos que celebre la Universidad Tecnológica ya que, en virtud de su reciente creación, obviamente no se 
encontraba comprendida en las disposiciones del artículo 47. 


El inciso cuarto surge como consecuencia de la aclaración del ámbito de aplicación de este artículo y aporta 
diferentes soluciones. En primer lugar, expresa que todos los contratos de esta naturaleza deben ser 
autorizados por el ordenador primario. En segundo término, que en caso de que el monto anual de la 
contratación exceda el triple del límite de la compra directa, la selección debe realizarse por concurso. Por 
último, referido al supuesto expresado anteriormente, si esto se da en los Incisos 02 al 15, el sistema de 
selección debe hacerse, precisamente, por el Sistema de Reclutamiento y Selección de recursos humanos de 
la ONSC, o sea, lo que conocemos a través de la Unidad Uruguay Concursa. 


El quinto inciso retoma una solución que se encontraba plasmada en forma previa a la modificación que 
introdujo la Ley_N* 18.719, ya que -como podemos apreciar- esta es una norma que viene de larga data y que 
ha sufrido una serie de modificaciones. Aquí se autoriza a contratar en forma directa a aquellos profesionales 
o técnicos, tanto nacionales como extranjeros, en la medida en que su notoria competencia o experiencia haga 
innecesario el concurso. 


SEÑOR ABDALA.- Tal vez la incorporación del inciso que acaba de describir y explicar el señor 
Director sea uno de los cambios más relevantes con relación al artículo que estamos analizando. Por lo 
menos, me parece que eso es lo que surge del desarrollo que él viene realizando y de la simple 
comparación entre la norma proyectada y la vigente. 


Me da la impresión de que aquí se introduce -no se tome esto como un juicio de valor; estamos haciendo 
clínica, es decir, tratando de analizar objetivamente- un elemento de subjetividad muy importante. El señor 
Director ha dicho que esto estaba vigente con anterioridad a la última modificación, pero se modificó 
oportunamente y supongo que por algo se pretende modificar nuevamente ahora. No sé si antes esto estaba 
consagrado en los mismos términos en los que se propone ahora reinstalarlo. De todas formas, hay una 
laxitud importante en la forma de consagrar la excepción del concurso, porque al hablar de "notoria 
competencia o experiencia fehacientemente comprobada" obviamente dependerá, en última instancia, del 
criterio de quien tome la decisión. Con relación a esto, pediría alguna fundamentación adicional. Me gustaría 
saber por qué es necesario esto, más allá de lo que surge del sentido literal de la propuesta, porque hay un 
cambio cualitativo relevante. Es una excepción al concurso; es una excepción al objetivo; es introducir un 
elemento subjetivo y de discrecionalidad. Ese es el objetivo de la consulta. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- En cuanto a los antecedentes normativos, estaba previsto en el artículo 497 de 
la Ley_N” 15.903 que la contratación de profesionales o técnicos en régimen de arrendamiento de obra 
se efectuará por concurso de méritos y antecedentes. No obstante, podrán efectuarse en forma directa y 
con autorización del ordenador primario, los contratos con los profesionales o técnicos, nacionales o 
extranjeros, siempre que su notoria competencia, fehacientemente comprobada, haga innecesario el 
concurso de méritos y antecedentes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Evidentemente, para favorecer este debate, precisamos tener las referidas. 
Este es el artículo 497 de la Ley N” 15.903, que será distribuido a los legisladores a la brevedad. 


SEÑOR ABDALA.- No quiero ser inoportuno; no sé si el señor Director había terminado su 
explicación. 


Por supuesto, nos ilustra mucho el antecedente normativo; yo partía de este supuesto ya que el señor Director 
lo mencionó antes: esto en el pasado estaba vigente en esos términos. Pero el hecho es que, recientemente, se 
modificó, se eliminó. La Administración le recomendó al Parlamento eliminar esta excepción con el 
propósito de que la celebración de los contratos de arrendamiento de obra solo se realizaran por concurso. 
Ahora nuevamente hay un cambio y esto debe tener una explicación desde el punto de vista de la política de 
recursos humanos. Acá no hay una pretensión de inferir ninguna consideración que no sea virtuosa -parto de 
la base de que lo que se propone es lo mejor para la Administración y para la política de recursos humanos- 
pero como se ha dado un cambio sustantivo y, en todo caso, se está volviendo al régimen anterior, la 
referencia a la normativa es importante -está bien que se tenga en cuenta- pero me parece que eso no agota la 
explicación. Por eso lo interrumpí inicialmente y lo vuelvo a interrumpir ahora. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Comprendo perfectamente la duda que le surge al señor Diputado Abdala. 


Yo haría referencia a dos aspectos. En primer lugar, la norma dice "notoria competencia". No estamos 
diciendo que sea competente sino que estamos estableciendo un criterio de carácter general. La persona que 
se vaya a contratar deberá ser conocida en el ámbito por su experiencia o capacidad en el tema. Voy a poner 
un ejemplo que todos conocemos. Si quisiéramos contratar al doctor Delpiazzo para elaborar un informe en 
Derecho Administrativo, ¿él no tiene una competencia notoria que justifique que la Administración haga una 
contratación directa? Esto va por ese camino: intentar facilitar este tipo de contrataciones ante ese tipo de 
situaciones. No se busca vulnerar el principio de la competencia ni nada por el estilo. Evidentemente, está 
consagrado en este y en otros artículos. 


SEÑOR GANDINI.- Como primera precisión, quiero decir que el artículo 497 al que se hace referencia 
está derogado, es decir que se toma como fuente un artículo que se derogó. Por algo se habrá derogado. 


Quisiera hacer notar que, en términos generales, este artículo abre la posibilidad de mayores contrataciones 
por el sistema de arrendamiento de obra. Por lo tanto, en la primera parte abre a todas las administraciones, 
luego amplía el concepto docente -antes era enseñanza superior; ahora son todos los funcionarios docentes- y 
aquí también lo hace porque agrega otros componentes que no estaban previstos. En el inciso anterior -me lo 
confirman, en todo caso- establece que será el ordenador primario el que autorice estos contratos, y elimina al 
Poder Ejecutivo; antes debía ser con la autorización de este, y vamos a las referidas si no es así. En los casos 
de los Entes Autónomos y los Servicios Descentralizados esto ya no será. 


En el último que estamos analizando, creo que la diferencia subjetiva que agrega es la experiencia. La notoria 
competencia, si bien es una valoración subjetiva, cuando uno lee al doctor Delpiazzo, no tiene discusión; 
pero se agrega la experiencia como un valor, y esta no necesariamente es buena: la experiencia es el trayecto 
de la vida. Alguien que fue abogado y tiene sesenta años, tiene experiencia: ¿buena o mala? Eso no es 

JA] 


calibrado. Y no dice "y", sino "o", es decir que puede no tener notoria competencia, basta con que tenga 
experiencia. 


Da la impresión de que, más que ventana, esto es un portón que se abre para que el ordenador primario 
encuentre un mecanismo para contratar sin concurso a alguien que tenga muchos años en una actividad 
cualquiera, porque la notoria competencia puede discutirse, pero puede probarse, mientras que la experiencia 
es el transcurso del tiempo. ¿O hay algún otro elemento, además del transcurso del tiempo, que deba 
valorarse para considerar la experiencia en una tarea, en una profesión, en una técnica, en un lugar 
determinado? Me parece que con ese elemento se abre una ventana o una puerta muy grande para no 
concursar. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representantes Berois) 


Esta es mi observación. A lo mejor me equivoco y por eso la planteo. 


SEÑOR GAMOU.- Muchas veces, cuando hablamos de subjetividad u objetividad, partimos de una 
base equivocada, como si el concurso por sí y ante sí -si bien es una muy buena manera- tuviera un cien 


por cien de objetividad. Se podrán hacer mil concursos -hace años que vengo peleando esto-, sobre 
coeficiente intelectual, sobre capacidad técnica, pero en el momento en que se plantea el test 
psicolaboral se terminó la objetividad. Entonces, cuando se habla de recurrir a la notoria competencia, 
me parece que es para casos que no serán los normales, sino que es un criterio que se aplicará 
excepcionalmente, frente a una necesidad perentoria, urgente. 


De cualquier manera, afortunadamente, en Uruguay tenemos muchos legisladores y buenos, y todos los años 
la Oficina Nacional del Servicio Civil concurrirá a este Parlamento, y en caso de que se produzca algún 
desvío o abuso de esta norma, seguramente, saldrá a la luz. Creo que el ejemplo que puso el escribano 
Martínez es bien concreto. Cuando hemos tenido que enfrentar juicios, nos ha sucedido que por parte de 
algunos organismos se ha contratado a profesionales con notoria competencia que, por cierto, no son del 
Frente Amplio. Creo que a esto se está apuntando. 


Ojalá el concurso nos diera todas las garantías, pero mientras ello implique el test psicolaboral, donde por la 
forma en que alguien aprieta un paraguas, lo sacan o lo meten, tengo mis dudas. 


Por lo tanto, plantearé a mi fuerza política el apoyo de este artículo que, en todo caso, se irá perfeccionando 
con el tiempo. Parto de la base de que lo que plantea este quinto inciso se aplicará en contadísimas ocasiones. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Como dijo el señor Diputado Gandini, la referencia que hice a la Ley N” 15.903 
fue como antecedente. Quizás no dije en forma suficientemente clara que estaba derogado. 


nan 


En cuanto al uso de "o" o de "y", cabe señalar que se adoptó la decisión del artículo 497, pero no nos 
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oponemos para nada a que estén ambos requisitos, es decir, no nos parece mal que se use "y". 


En el inciso sexto se adopta similar solución -no idéntica- a la que se consagraba en el inciso segundo del 
artículo 47 en cuanto a que para los Incisos 02 a 15 del Presupuesto Nacional, cuando se trate de personas 
físicas, se aprobarán por el Poder Ejecutivo en acuerdo con el Ministro de Economía y Finanzas, y el 

Ministro correspondiente, previo informe favorable de la ONSC y de la Contaduría General de la Nación. 


El inciso séptimo determina que para el caso de los contratos de arrendamiento de obra celebrados por los 
Entes Autónomos industriales o comerciales, o por los Servicios Descentralizados, con personas físicas, 
previamente debe contarse con el informe tanto de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, como de la 
Oficina Nacional del Servicio Civil. 


SEÑOR GANDINL.- Me gustaría saber cuál es el cambio. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- En un momento, tuvimos cierto inconveniente porque nos llegaban expedientes 
para ser informados que referían a contrataciones tanto de personas físicas como jurídicas, cuando la 
competencia de la Oficina Nacional del Servicio Civil pasa por las personas físicas, no por las jurídicas. 
Hubo algún caso que trajo problemas con el Banco de Seguros del Estado, ya que se pretendía obtener 
la autorización para contratar a una persona jurídica. A eso obedece el cambio. 


SEÑOR GANDINI.- El otro cambio que no se señala y que yo mencioné es que en la norma vigente lo 
debe aprobar el Poder Ejecutivo. Esa referencia desaparece; ahora dice: "[...] deberán contar con 
informe previo y favorable de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto (OPP) y de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil (ONSC)". Antes decía: "deberán ser aprobados por el Poder Ejecutivo 
actuando en acuerdo con el Ministro de Economía y Finanzas y el Ministro respectivo, previo y 
favorable dictamen de la Oficina Nacional del Servicio Civil (ONSC) [...]". Es decir que el Ente 
Autónomo o el Servicio Descentralizado, para realizar un contrato de obra de esta naturaleza, requería 
el acuerdo del Ministro respectivo -el vínculo con el Poder Ejecutivo-, la autorización del Poder 
Ejecutivo y, luego, los informes favorables. Este es un requisito que, como dije al principio, se elimina. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Efectivamente, es como dice el señor Diputado Gandini. 


Lo que se pretende, en definitiva, es agilitar estos trámites. De todas formas, reitero, va al Poder Ejecutivo 
porque necesita preceptivamente los informes favorables tanto de la Oficina Nacional del Servicio Civil 


como de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. En el caso que menciona el señor Diputado, la decisión 
final obviamente la toma el Directorio respectivo. 


Por otra parte, en el inciso octavo, los literales A) y B) no sufren modificaciones. Además, se mantienen las 
derogaciones establecidas en el artículo 47 de la Ley N” 18.719. Así que en esto no hay cambios. 


El artículo 4” incorpora al literal a) del artículo 5” de la Ley_N” 18.996 -o sea, la Rendición de Cuentas 
pasada- a aquellas personas que se encuentren contratadas al momento de la aprobación de las reestructuras 
organizativas, al amparo de lo dispuesto por dos normas: el artículo 103 de la Ley N” 18.172 y el artículo 364 
de la Ley N* 18.362. 


En definitiva, se pretende incluir en el literal a) del artículo 5 a contratos eventuales que han quedado en el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Estas personas ingresaron al amparo de 
dichos regímenes -es decir, de los artículos a los que hice referencia-, por medio de concursos. 


SEÑOR GANDINI.- Creo que comprendí pero, ¿dónde dice que entraron por medio de concursos? 


Tengo entendido que esta norma no discrimina y que estos funcionarios no entraron por ventanilla única. Son 
contratos eventuales y no ingresaron por concurso o, por lo menos, no necesariamente fue así. ¿Qué dice esta 
norma? Que los contratos eventuales que hay en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, ingresados en esa época, pasan a ser provisoriato, paso previo a la presupuestación. Tengo 
entendido que esta situación es diferente a lo que pasa con otros cargos que hemos convertido para que 
puedan ser presupuestados, en los que sí se ingresó por concurso. Eso no es lo que aquí se consagra. 


Entonces, como en la última parte de la exposición se acaba de decir que ingresaron por concurso, me 
gustaría que eso quede expresado claramente. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- No voy a opinar sobre la pregunta del señor Diputado Gandini. Simplemente, me 
voy a referir a la afirmación relativa al contenido del artículo 5” de la última Rendición de Cuentas. 


Quiero aclarar que estos funcionarios no pasan a un provisoriato. El artículo 5” de la Rendición de Cuentas 
pasada -que fue incluido en el Senado de la República- faculta al Poder Ejecutivo para que, una vez hecha las 
reestructuras de los Incisos y en el caso de que existan vacantes -en ese caso estábamos hablando de los 
temporales; acá se incluyen a los eventuales del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente- y tengan informes favorables, puedan pasar al provisoriato de dieciocho meses. Entonces, no 
pasan automáticamente. Reitero: el artículo 5” establece la facultad, después de la reestructura, y en el caso 
de que haya vacantes y sean necesarios en el Inciso. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Quiero hacer dos referencias al artículo. 


En primer lugar, la información de que entraron por concurso nos la brindó en su momento el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


Por otra parte, reafirmo lo que dijo el señor Diputado Sánchez en cuanto a que se remite al literal a) del 
artículo5” de la Ley_N* 18.996. Dicha norma faculta al Poder Ejecutivo, y establece: "[...] a quienes: a) se 
encuentren contratados". Ahora, agregaríamos a los contratados al imperio de las normas que especificamos. 
Además, la última parte del inciso a) establece: "y hayan sido seleccionados como resultado de un proceso 
técnico de selección pública y abierta". Es decir que si no cumplieran con ese requisito, no podrían acceder, 
en virtud de lo que señala la última parte del literal a) del artículo 5*. 


Continuamos con el análisis del proyecto. 

El artículo 5” propone sustituir el artículo 38 de la Ley de Presupuesto. 

El inciso primero consagra nuevamente la presupuestación de aquellos contratos de función pública de 
carácter permanente en los Incisos 02 al 15, que pasarán a ocupar cargos presupuestados del último grado del 


escalafón correspondiente. Es decir que se mantiene lo que establecía el artículo 38. Tomando en cuenta los 
trámites para presupuestación que se realizaron al amparo del artículo 13 de la Ley N* 18.172, así como los 


iniciados bajo los regímenes del artículo 43 de la Ley N* 18.046 y del artículo 26 de la N* 18.172, quiero 
decir que ya culminaron o están en proceso de culminación, con los procedimientos que dichas normas 
establecían. Sin embargo, siguen quedado casos de contratos de función pública, ingresados con 
posterioridad al año 2008 y anteriores a 2011. 


Para culminar con el proceso que abarque a todos aquellos casos de contratos de función pública que 
quedaron pendientes, se propone la presente norma. Además, se establecen las condiciones respecto a las 
retribuciones que perciben y la habilitación correspondiente de los créditos por parte de la Contaduría 
General de la Nación. 


SEÑOR GANDINLI.- Voy a formular alguna pregunta para poder entender el tema. 


La ley a la que se hace referencia es el Presupuesto de 2010. El artículo mencionado empezaba diciendo lo 
mismo: "Los funcionarios que a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley se encuentren 
desempeñando contratos [...]". 


Esto tenía un día de entrada en vigencia y comprendía a los funcionarios que al 2010 se encontraban en esa 
situación. Ahora, tiene que ver con los funcionarios que al 2014 se encuentren en esta situación. Entonces, 
¿hay nuevos funcionarios o se sigue refiriéndose a los que en 2010 estaban en esa situación? No me queda 
claro cómo se aplica esta modificación, que empieza a regir en otro momento. A lo mejor, en lugar de 
establecer: "Los funcionarios que a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley", debería decir: "Los 
funcionarios que al 1” de enero de 2011", momento en que entró en vigencia la ley que queremos cambiar. 


La segunda pregunta -no tengo clara la respuesta porque no tengo aquí las normas referidas- tiene que ver 
con que aquí se modifica una excepción. 


La ley original señala: "se encuentren desempeñando contratos de función pública de carácter permanente en 
los Incisos 02 al 15 del Presupuesto Nacional, con excepción de los alcanzados por el artículo 13 de la Ley. 
N? 18.172". Ahora se elimina esta excepción. Es decir que podrán serlo todos, menos la excepción, que no 
tengo clara, porque no tengo aquí el artículo referido. 


Entonces, quiero saber a qué refiere esa excepción y por qué se ha eliminado. 


SEÑOR BELLO.- Efectivamente, tal como ha señalado el señor Diputado Gandini, se trata de aquellos casos 
que pudieron haber quedado pendientes a la fecha de entrada en vigencia de la Ley de Presupuesto, o sea, el 
19 de enero de 2012. La corrección planteada por el señor Diputado Gandini podría ser adecuada, porque eso 
es lo que se quiere hacer. La pretensión es que cuando este proyecto de ley de Rendición de Cuentas entre en 
vigencia, ya estén culminados todos los procesos establecidos en los artículos 26 y 43, que corresponden a la 
Administración anterior. Los casos que pueden haber quedado pendientes son aquellos que entraron con 
contrato de función pública, en situación de ingreso concursal por un año, y todavía no se les hizo la 
evaluación respectiva; los contratos de función pública debían presupuestarse, pero hubo bastante lentitud en 
esos procesos. 


En cuanto a la referencia al artículo 13, se trata del contrato de función pública que surge del artículo 7” de la 
Ley_N” 17.930, que respondía a la regularización en el año 2005 de todas las situaciones contractuales que 
había en ese momento. Ese proceso está totalmente culminado. 


Como no existe el vínculo del contrato de la función pública, o sea que no se puede ingresar por contrato de 
función pública en los Incisos 02 al 15 del Presupuesto Nacional, el 1 de enero de 2014, los procesos de los 
casos que quedaban deben haber culminado. 


SEÑOR GANDINI.- Entonces, quiero dejar la constancia de que las autoridades de la Oficina Nacional 
del Servicio Civil están de acuerdo con que el artículo establezca: "Los funcionarios que al 1” de enero 
de 2011 se encontraban desempeñando funciones públicas [...]". De esa manera, se establecería una 
fecha de corte. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Simplemente, quiero alertar que ello implicaría una redacción diferente, porque 
el artículo está sustituyendo un artículo del Presupuesto Nacional. O sea que la propuesta del señor 


Diputado Gandini debería presentarse como un agregado, ya que no cambia el artículo del 
Presupuesto Nacional. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- En cuanto al artículo 6”, se adicionan dos competencias a las dispuestas en el 
artículo 4” de la Ley N” 15.757 y otras normas que refieren a la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


La primera de ellas tiene que ver con una definición adoptada en el ámbito de la Presidencia de la República 
con el Consejo de Ministros -así fue comunicada-, en el sentido de comenzar a implementar un proceso 
centralizado de los sumarios del personal civil de los Incisos 02 al 15, siendo la Oficina Nacional del Servicio 
Civil la encargada de llevar adelante ese cometido. Atendiendo esa definición adoptada, hubo que establecer, 
a texto expreso, esa competencia, a efectos de que cuando se instrumente esa herramienta se cuente con el 
cometido asignado legalmente a la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


La segunda de ellas refiere al control de la Oficina Nacional del Servicio Civil para el cumplimiento de los 
cupos de discriminación positiva que las normas específicas determinen. Tal como expresé al comenzar la 
exposición, la redacción propuesta originalmente por la Oficina Nacional del Servicio Civil no se encuentra 
totalmente plasmada en el literal r). Por eso, entendemos conveniente solicitar un aditivo al texto que se 
encuentra a estudio, ya que el principal problema no pasa por el control, sino por la carencia de algunas 
herramientas de carácter coercitivo, por parte de la Oficina Nacional del Servicio Civil, ante el 
incumplimiento. En consecuencia, proponemos que el literal r) establezca: "Controlar que en la realización 
de llamados a concurso de los Incisos 02 al 15 se cumpla con los cupos de discriminación positiva que las 
normas específicas determinen." La primera parte quedaría igual, pero proponemos hacer el siguiente 
agregado: "En caso de incumplimiento, la Oficina Nacional del Servicio Civil podrá no habilitar los llamados 
que se realicen a través del sistema de reclutamiento y selección de personal". Esto surge como consecuencia 
de dos vertientes: la posibilidad de la inclusión en el Derecho Positivo uruguayo de nuevas disposiciones 
relacionadas con la discriminación positiva y la existencia de algunos problemas interpretativos y de vacíos 
legales con relación a cómo y cuándo debe llenarse el porcentaje que establece, por ejemplo, la Ley 

N? 18.651. La práctica ha demostrado la imperiosa necesidad de que la Oficina Nacional del Servicio Civil 
cuente, a texto expreso, con herramientas de carácter coercitivo específicas, concretas y contundentes, a 
efectos de evitar que diferentes interpretaciones dificulten o directamente echen por tierra lo que el legislador 
quiere plasmar en las normas. 


La propuesta de modificación nos parece clara, que no deja lugar a márgenes interpretativos, y que permitirá 
a las futuras Administraciones efectivizar aquellas disposiciones de discriminación positiva que el derecho 
ampare. 


SEÑOR ABDALA.- Las dos propuestas contenidas en este artículo, que se expresan a través de los 
literales que acaba de explicar el señor Director, refieren a asuntos bien distintas y creo que las 
valoraciones también son diferentes. 


Empezaré por referirme al literal q). Esta propuesta fue severamente cuestionada por COFE cuando 
compareció el viernes pasado a una Subcomisión de la Comisión de Presupuestos integrada con la de 
Hacienda, por entender -creo que le asiste razón; objetivamente es así- que podría llegar a implicar una 
modificación de las condiciones del trabajo en el sector público, modificación de carácter unilateral, a la luz 
de la vigencia de la Ley de Negociación Colectiva. COFE nos dijo que esto no es nuevo -reitero que no estoy 
haciendo valoraciones, sino que trasmito lo que COFE nos trasmitió- y que no hubo instancia de negociación 
completa, previo a la presentación de este proyecto de Rendición de Cuentas, con los representantes de los 
trabajadores. 


Sin perjuicio de ello, creo que estamos frente a un cambio cualitativo muy importante. Seguramente, la 
centralización de los sumarios debe tener razones poderosas, porque no es un cambio menor. Entiendo que, 
tal vez, parte de la desconfianza de que los organismos correspondientes, los distintos Incisos del 02 al 15, 
por alguna razón, no son lo suficientemente eficientes, eficaces y transparentes -alguna de estas posibilidades 
o un poco de cada una de ellas- a la hora de la realización de este tipo de procedimiento administrativo. 
Cuando se dice "centralizado", creo que sería importante saber qué se quiere expresar, es decir, dónde está el 
límite entre la intervención administrativa del organismo respectivo en el que se supone que acontecen los 


hechos que dan mérito a la instrucción de un sumario y dónde empieza la actuación de la Oficina Nacional 
del Servicio Civil. 


Otra duda razonable que surge es cuál puede ser el efecto o la consecuencia de este cambio de régimen, 
porque no tengo las cifras -quizás las tenga la Oficina Nacional del Servicio Civil-, pero supongo que los 
sumarios administrativos se medirán en cientos o miles en toda la Administración, al cabo de los años. 


Si esta tramitación se va a centralizar en el ámbito del Servicio Civil, pregunto si no generará una suerte de 
caos administrativo o de dificultades a la hora de enfrentar una presumible acumulación de expedientes; me 
refiero a dificultades desde el punto de vista de las consecuencias que esta disposición puede generar. Lo 
pregunto porque no sé cuál es el alcance. Supongo que a partir de que se nos aclare podremos sacar alguna 
conclusión un poco más concreta. Estas son las dudas con relación al literal q). 


En cuanto al literal r), entiendo el espíritu, que seguramente sea compartible. Tal vez la modificación o el 
ajuste que acaba de sugerir el señor Director del Servicio Civil mejore la resolución normativa de esta 
propuesta. Pero en este caso todos sabemos de qué estamos hablando: de normas de incumplimiento 
histórico. Esto corta transversalmente al sistema político y a todos los gobiernos. Supongo que esta 
disposición implica, desde el punto de vista jurídico, la derogación tácita de algunas normas vigentes. 


En el año 2009, en la reformulación de la ley que establecía, por ejemplo, el cupo del 4% en beneficio de los 
discapacitados, surgían obligaciones muy concretas para los distintos organismos públicos en cuanto a 
suministrar regularmente información al Servicio Civil en lo que tiene que ver con el cumplimiento de esa 
acción afirmativa, por decirlo de alguna manera. Según tengo entendido -por lo menos de esto tomamos 
cuenta cuando se trató la ley de afrodescendientes en el ámbito de la Comisión Especial de Población y 
Desarrollo Social-, la enorme mayoría, casi la unanimidad de los organismos de la Administración Central 
han incumplido de forma contumaz el cumplimiento de esa disposición. Creo que el Servicio Civil estaba 
obligado -no sé si lo estaré recordando bien- a llevar un registro con los niveles de cumplimiento -en el caso 
de los discapacitados, por ejemplo- de esta disposición. 


Me pregunto si con la inclusión de este literal eso queda sin efecto o eventualmente habrá que armonizar o 
compatibilizar los dos sistemas. Reitero: notoriamente estamos frente a una decisión política y administrativa 
que ha sido prácticamente de cumplimiento nulo. Hace poco se conocieron los resultados, y prácticamente 
ningún organismo ha llegado al cumplimiento del 4% en el caso de los discapacitados. 


Esas son las consideraciones que queríamos plantear, sobre todo en cuanto al literal q), que es el que más nos 
preocupa. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- El señor Diputado Abdala trasladó lo que la delegación de COFE expresó en esta 
Comisión. Yo no voy a trasladar lo que dijo la delegación de COFE, sino que voy a expresar mi 
opinión. 


Mi opinión es que quien realice el sumario no tiene absolutamente nada que ver con las condiciones de 
trabajo. Si se cambiaran los criterios para llevar adelante el sumario, los plazos o las condiciones para 
presentar las prueba y defensa, sí sería una modificación de las condiciones de trabajo. Considero que quién 
realiza el sumario no constituye una modificación de las condiciones de trabajo. 


Evidentemente, esto significa un cambio importante en un Estado mucho más eficiente. El principio que rige 
aquí es el de la especialidad. La idea es tener una oficina especializada en llevar adelante los procedimientos 
sumariales que se realizan en la Administración Central, con el sentido de ir transversalizando las políticas y 
de asumir que un funcionario del Ministerio de Transporte y Obras Públicas tiene los mismos derechos, 
obligaciones, y se le aplicarán los mismos procedimientos que a otro del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


Esto está en consonancia con otras normas de transversalidad de las políticas que hemos aprobado. Por 
ejemplo, las que determinan que los funcionarios podrán concursar no solo en su Inciso o en su oficina, sino 
también en otros Incisos y oficinas, para acabar con aquello de que solo se ascendía cuando el que estaba 
arriba se iba o se jubilaba. Se trata de empezar a pensar el Estado como un todo y no como chacras 
parceladas. Se va en ese sentido. 


También se va en el sentido de otorgar mayores garantías a los funcionarios públicos. Si quien me va a 
sumariar es alguien que conozco, es un compañero de trabajo con el que llevo veinte años de tareas conjuntas 
-generando amistad o enemistad-, es posible que se pueda conducir equivocadamente, haciendo un juicio 
subjetivo, en lugar de uno objetivo, como debería. Por supuesto que aquí entramos en la conducta de un 
funcionario público, que siempre debe ajustarse a derecho y a la norma. 


En definitiva, otorga mayores garantías a los funcionarios de cualquier Inciso que quien tenga que llevar 
adelante un procedimiento sumarial -que debe ser transparente y objetivo-, lo haga desde una oficina 
centralizada y especializada. 


En realidad, lo que quiero saber es la cantidad de sumarios que se realizan. 


Asimismo, me gustaría conocer qué tiene previsto la Oficina Nacional del Servicio Civil para asumir esta 
nueva responsabilidad, esta nueva competencia. Agregar este cometido implica una sobre demanda de trabajo 
para los funcionarios que allí revisten. En ese sentido, sería bueno que las autoridades de la Oficina Nacional 
del Servicio Civil nos comentaran qué es lo que tienen previsto para atender este nuevo cometido. 


Sobre el literal r), comparto la visión del señor Diputado Abdala en cuanto a que la aplicación de las leyes de 
discriminación positiva ha sido un problema. No está planteado aquí -y hasta puede ser parte del 
desconocimiento de este legislador-, pero el cumplimiento de los porcentajes se está complicando. Si se 
realiza un llamado para cinco personas y el porcentaje que se debe cumplir es del 4%, es muy difícil. Muchas 
veces sucede que en los Incisos se van generando llamados por pocos cargos, y no se puede cumplir con el 
porcentaje. Al finalizar el año vemos que el Estado hizo un número importante de llamados, pero que no 
cumplió con el porcentaje. 


Me gustaría saber si hay posibilidades de resolver esto por alguna otra vía, manteniendo el control y las 
capacidades de la Oficina Nacional del Servicio Civil. La idea es que el Estado pueda cumplir con el 4% en 
la totalidad de los llamados, culminado un año, aunque no se cumpla en cada uno de ellos. 


Eso no está planteado acá. Lo pregunto porque es una preocupación que siempre hemos tenido. En este 
tiempo se han aprobado muchas leyes de discriminación positiva que han ido estableciendo nuevas cuotas, lo 
que hace más complejo cumplir con la ley y con las expectativas que generamos en los ciudadanos. 


SEÑOR ABDALA.- Quiero hacer una aclaración. 


Es cierto: trasladé lo que hace una semana nos planteó la delegación de COFE. Pero me hago cargo de que es 
altamente probable que estemos aquí en el plano de las condiciones de trabajo del sector público. Los 
sumarios se vinculan directamente con las garantías de los funcionarios. Los funcionarios tienen derechos, 
obligaciones y garantías, particularmente a la hora de revisar sus actuaciones o de que se los juzgue por 
determinado hecho leve, grave o gravísimo. 


En esa perspectiva, entiendo que el mecanismo, el procedimiento y el ámbito en el cual ese juicio se llevará a 
cabo, inexorablemente roza las condiciones de trabajo. Por lo menos -en esto sí, estoy seguro, estaremos de 
acuerdo-, es razonable que esto se reflexione y se discuta. 


Aprovecho para reafirmar una de las consultas que dejé planteada inicialmente. Es muy interesante saber - 
porque este es un cambio cualitativo importante, profundo- si están incluidas todas las faltas, desde las más 
leves hasta las gravísimas porque, obviamente, ello hará al volumen de trabajo que deberá encarar el Servicio 
Civil con relación a la centralización de los sumarios administrativos. Creo que una curiosidad interesante 
que surge es qué va a pasar con las Oficinas de Sumarios de todos los Ministerios. Normalmente, las 
Divisiones Jurídicas de los Ministerios se subdividen en Asesorías Legales y Oficina de Sumarios. Entonces, 
¿qué va a pasar con los abogados, procuradores, instructores sumariales, sumariantes que trabajan en esas 
oficinas? ¿Van a pasar al Servicio Civil? ¿Los vamos a redistribuir? ¿Van a formar parte de una bolsa? ¿Qué 
va a pasar? Realmente, es fácil redactar esto en términos teóricos, pero bajarlo a la realidad parece difícil. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Agradezco a ambos Diputados por las consultas que, evidentemente, van a dar 
pie a hablar de algunos problemas concretos que podemos llegar a tener. 


Lo primero que quiero expresar es que se trata de un proceso. Por lo tanto, por lo menos la Oficina Nacional 
del Servicio Civil no lo entiende como algo de efecto inmediato. Requiere estudio, lleva tiempo, implica 
contar con una serie de recursos. Si quisiéramos implantarlo de un día para otro y pasáramos a hacer los 
sumarios, para la Oficina sería bastante difícil. 


Quiero señalar cuál es la línea de trabajo que está siguiendo la Oficina, al margen de lo que el Poder 
Ejecutivo nos solicite expresamente. 


En ese sentido, lo primero que quiero informar es que se está analizando la información relacionada con la 
cantidad de sumarios que se realizan en los Incisos 02 al 15, que son algo más de setecientos al año -estamos 
hablando de personal civil-, con el personal afectado a dichas áreas -lo cual está en relación directa con lo 
que señalaba recién el señor Diputado Abdala-, con el perfil y capacitación que tienen quienes desarrollan las 
tareas del sumariante, con el personal de apoyo con el que cuentan, con la infraestructura que efectivamente 
tienen y demás elementos que son imprescindibles en forma previa a decidir sobre el sistema a aplicar. 


Como ustedes comprenderán, hay varias fases que pueden comenzar a desarrollarse en forma paulatina e, 
inclusive, diferentes modelos que se pueden llevar adelante. 


En realidad, la Oficina pretende comenzar a realizar estandarización de criterios para todos los sumarios y un 
control formal más definido y específico. Es decir, enmarcados en la definición que nos fue comunicada, 
pretendemos comenzar a establecer una especie de auditoría de los sumarios, tanto en lo que respecta al 
cumplimiento de los plazos, como a los criterios que se utilizan. 


¿A qué nos referimos cuando hablamos de estandarización de criterios? Nos referimos, por ejemplo, a que los 
Incisos actúen de igual forma ante situaciones iguales. Muchas veces, en el desarrollo de los sumarios -lo 
vemos en la Comisión Nacional del Servicio Civil, cuando llegan con pedidos de destitución- no siempre se 
aplican criterios comunes o uniformes. Voy a poner un simple ejemplo. Cuando el sumariado pide ver el 
expediente y este se encuentra en distintas etapas del proceso, algunas Unidades permiten que en cualquier 
momento el sumariado tenga acceso a ese expediente, mientras en otras, inclusive dentro del mismo Inciso, 
no sucede lo mismo, sino que se le permite ver el expediente únicamente en oportunidad de evacuar la vista. 
Ese es un claro ejemplo de que tenemos que empezar a normatizar y a establecer criterios, a fin de que todos 
tengan las mismas oportunidades de defensa. A eso nos referimos cuando hablamos de estandarización. 


En cuanto al cumplimiento de los plazos, estamos de acuerdo con un sistema que se utilizó años atrás en otras 
Administraciones, que consistía en que cuando los sumarios debían cerrarse por caducidad de los plazos y, 
por lo tanto, debían archivarse las actuaciones, se hacía una investigación administrativa -lo haría la Oficina- 
a efectos de esclarecer los motivos por los que la Administración, en el plazo que la normativa establece, no 
pudo terminar con dichas actuaciones. 


Pues bien, ese es el marco en el que queremos comenzar a trabajar, en virtud de que hoy día no hay quien 
tenga esa competencia de mirada global, más allá de las competencias que, obviamente, tiene cada Inciso. 


Tal como dije, este es un proceso que no puede hacerse de un día para otro, porque hay que considerar 
cuestiones como la infraestructura y el personal asignado a dichas tareas, que, obviamente, debería ser el que 
hoy día está realizando esas actividades dentro de los diferentes Incisos, aunque parte del personal seguiría en 
su lugar de trabajo actual porque, por ejemplo, en los Incisos se seguirían realizando las investigaciones 
administrativas. Además, hay que confeccionar procedimientos y aprobar los criterios que ya mencioné. 


También quiero establecer que esta es una situación muy común en la actualidad. Hoy en día los 

Incisos solicitan permanentemente a la Oficina Nacional del Servicio Civil que realice determinados 
sumarios -realizamos más de uno consecutivamente, con los escasos recursos humanos que tenemos-, debido 
a que los profesionales encargados de hacerlo se excusan, en muchos casos, porque conocen a las personas 
que deben sumariar o porque las oficinas en las que se realiza el sumario tienen relación permanente con el 
sumariado. 


En cuanto a la posibilidad de realizar los sumarios, me voy a hacer eco de un informe que pedimos a uno de 
nuestros abogados, el doctor Larramendi -que se encuentra en la Cátedra de Derecho Administrativo, que 
actualmente está haciendo un posgrado en la Universidad de Alcalá de Henares, en España-, que concluye 


que existe esa posibilidad y que hay modelos para que los sumarios se efectivicen en una oficina como la 
Oficina Nacional del Servicio Civil. 


El informe del doctor Larramendi ilustra sobre algunas de las preguntas que han hecho los señores 
Diputados. Allí se establece que la potestad disciplinaria es el poder que tiene la Administración de sancionar 
a sus funcionarios cuando incurren en la comisión de una falta administrativa y que este poder de sancionar 
en la Administración lo tiene cada Ministerio, de acuerdo con el numeral 6”) del artículo 181 de la 
Constitución. Por lo tanto, el dictado del acto administrativo sancionatorio disciplinario no se le puede quitar 
a los Ministerios sin pasar por una reforma constitucional. Por otra parte, sabido es que, en principio, en la 
Administración, para el ejercicio del poder disciplinario es necesaria la tramitación de un procedimiento 
administrativo especial llamado sumario. El sumario se inicia con un acto administrativo del jerarca de la 
Unidad Ejecutora a la que pertenece el sumariado, de acuerdo con el artículo 185 del Decreto N” 500/91. La 
disposición de la iniciación de un sumario implica que existe un funcionario identificado como presunto actor 
de una falta disciplinaria y tiende a determinar o comprobar la responsabilidad del funcionario imputado de la 
comisión de una falta disciplinaria. Ahí establece un capítulo que refiere a lo que podría pasar con las 
competencias de la Oficina Nacional del Servicio Civil si esa fuera la voluntad. 


El informe del doctor Larramendi dice que, entre el acto administrativo que dispone la instrucción del 
sumario y el acto administrativo sancionatorio, transcurre el procedimiento disciplinario que se regula en los 
artículos 191 a 219 del Decreto N* 500. Este procedimiento es tramitado por los servicios jurídicos de la 
Unidad Ejecutora a la que pertenece el funcionario sumariado. Se considera viable que, por modificación de 
estas normas del Decreto N* 500, el procedimiento disciplinario de sumario sea tramitado, por ejemplo, por la 
Oficina Nacional del Servicio Civil. Esto no modificaría -esto es bien importante; lo subrayo- la competencia 
en materia disciplinaria que, por la propia Constitución de la República, tienen asignados los Ministerios, 
pues el poder de disponer la instrucción de sumarios y de determinar la sanción a aplicar continuaría en sus 
manos, cambiando solo el órgano que tiene competencia para la tramitación del procedimiento, que 
culminará meramente con un dictamen, asesorando al jerarca respecto a la sanción a imponer, que no tendrá 
para este carácter vinculante. Previo a todo esto, sería necesaria la creación de una disposición legislativa que 
asigne esa competencia específica a la Oficina Nacional del Servicio Civil la creación eventual de un área a 
los efectos de que se disponga su reglamentación. 


En otra parte de su informe, el doctor Larramendi subraya que es una realidad que se constata en el día a día 
en nuestra actividad en la Oficina y creo que también han sido comprobadas en la propia Comisión Nacional 
del Servicio Civil -como lo corroboraba con anterioridad- las disimilitudes de criterios que se aplican en los 
distintos Ministerios y sus respectivas Unidades Ejecutoras a la hora del ejercicio del poder disciplinario. Es 
un hecho observado también desde hace tiempo por la doctrina administrativista nacional. Por ejemplo, el 
profesor Mariano Brito, en oportunidad de comentar el Decreto N* 640/73 -que es el antecesor al Decreto 

N* 500/91-, por la década del setenta advertía este fenómeno. Sin duda, no es un hecho deseable, pues genera 
inseguridad jurídica. 


En otro punto, el informe del doctor Larramendi dice que este no es un fenómeno observable únicamente en 
nuestro sistema. En Colombia, por ejemplo, se elaboró un Código Disciplinario Único, que además de 
establecer una tipificación de las faltas disciplinarias, se creó un órgano especializado, una procuraduría 
disciplinaria que actúa con autonomía técnica, que es la encargada de la tramitación de los procedimientos 
administrativos contra los funcionarios públicos de toda la Administración. 


En las conclusiones del informe, el doctor Larramendi dice que considera que es viable jurídicamente -a 
través de modificaciones al Decreto N* 500/91- establecer que el trámite de los procedimientos disciplinarios 
de sumarios en la Administración Central sea realizado por la Oficina Nacional del Servicio Civil, puesto que 
el producto final será un mero asesoramiento no vinculante para el jerarca respecto a la sanción a recaer; 
previo se considera necesario la sanción de una norma legal que asigne la competencia a la Oficina. 


SEÑOR ABDALA.- Creo que el señor Director de la Oficina Nacional del Servicio Civil ha ensayado 
una respuesta sobre la base de una serie de argumentos, en general, de carácter teórico. También se ha 
basado en algunos informes, muchos de cuyos fragmentos ha leído y han quedado incorporados a la 
versión taquigráfica. Nosotros vamos a revisar todos esos argumentos. Nos parece que todavía estamos 
en un plano muy teórico. El señor Director sostenía que hay distintas alternativas que, eventualmente 
pueden llegar a recorrerse detrás de un objetivo que sería, supongo, el de ganar eficiencia a la hora de 


los procesos disciplinarios. Ahora, también ha hecho referencia a que implementar alguna de esas 
soluciones -todas o cualquiera-, requeriría una norma legal. Mi pregunta sería cuál es la razón del 
apresuramiento de establecer una nueva atribución para la Oficina Nacional del Servicio Civil que, por 
lo tanto, es generadora de responsabilidad porque, obviamente, dentro de un año podremos preguntar 
a las autoridades de esa dependencia qué hicieron con esta disposición -si esta llegara a aprobarse-, que 
va bastante más allá del mero asesoramiento que, por otra parte, ya presta hoy a todos los Ministerios 
en ocasión de investigaciones administrativas y sumarios. Hoy, la Oficina Nacional del Servicio Civil 
asesora a los distintos Incisos a la hora de la aplicación de sanciones por razones de procedimientos 
administrativos o disciplinarios. 


Cuando hablaba el señor Director de la Oficina Nacional del Servicio Civil me hacía acordar de las 
modificaciones que, desde el punto de vista cualitativo, en materia del proceso penal se están impulsando y 
que seguramente todos compartimos, es decir separar el Juez de instrucción del Juez de la condena. En este 
caso, se ha hablado de que la Oficina Nacional del Servicio Civil instruyera al sumario y que después el 
organismo resolviera a partir de un dictamen no vinculante. Yo creo que habría que meditar mucho todo eso 
y, por sí mismo, tampoco responde a las dudas administrativas que nosotros formulábamos porque, para 
hacer todo eso, la Oficina Nacional del Servicio Civil, ¿está preparada? ¿Qué va a pasar con las estructuras 
de los organismos que hoy tienen la competencia y tienen asignada la tarea de desarrollar ese tipo de 
procedimientos? ¿Cuáles son los límites de la centralización? Porque acá ya no estamos en el plano del mero 
asesoramiento. Acá se habla de implementar y administrar, y me parece que si el tema es implementar para 
que después la Oficina Nacional del Servicio Civil desarrolle alguno de estos mecanismos, tal vez estemos 
desbordando los límites de la competencia de la Oficina Nacional del Servicio Civil. Creo que todo eso 
debería ser materia de ley. Si implementar el sistema implica un desarrollo de todo lo que acaba de describir 
el señor Director, tal vez la Oficina Nacional del Servicio Civil no tenga atribuciones suficientes para eso. Me 
parece que todo eso agrega o estimula la polémica con relación a un tema que yo, por lo menos, francamente 
no lo veo del todo claro. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Quiero dejar una constancia. El asesoramiento a que hace referencia el señor 
Director de la Oficina Nacional del Servicio Civil es el sumario. No existe sumario vinculante en el 
Uruguay. 


Cuando se instruye un sumario el jerarca puede decidir por lo que le recomienda el sumariante o no, porque 
la potestad de sancionar es del jerarca, no del sumariante. Por lo tanto, cuando se instruye un sumario se lleva 
adelante el procedimiento, y el sumariante asesora al jerarca; este puede optar, o no, por aplicar la sanción 
que le propone. O sea que lo que se está cambiando no es que ahora la Oficina Nacional del Servicio Civil 
vaya a asesorar para que otro sumariante o unidad de un Ministerio resuelva. El que resuelve siempre es el 
jerarca, y esas son las dos potestades constitucionales que tiene: instruir el sumario y sancionar a un 
funcionario público. El otro es el procedimiento, que nunca fue vinculante, ni lo es hoy. 


Por otro lado, creo que quedó claro que, precisamente, la modificación legal que necesitamos es otorgar esta 
facultad a la Oficina Nacional del Servicio Civil, que es lo que estamos haciendo. El resto de los 
procedimientos, como están específicamente en el Decreto N* 500, perfectamente son motivo de decreto y 
podrán ser motivo de discusión, análisis y negociación -en su caso- con los funcionarios nucleados en COFE. 
Lo que estamos estableciendo es lo que sí necesita una ley: otorgar cierta facultad a la Oficina Nacional del 
Servicio Civil. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Voy a hacer un simple comentario con respecto al literal r) del artículo 6. 


Solo quiero resaltar que, efectivamente, la Oficina Nacional del Servicio Civil ha cumplido con el sistema de 
información establecido en la ley relativa a las personas discapacitadas. Además, la Oficina publicó la 
información, cumpliendo con lo que la ley establece. 


El Poder Ejecutivo actualmente está revisando la última versión del proyecto de reglamento de los 

artículos 49 y 50 de la ley de discapacitados. En ese sentido, el artículo aditivo que propusimos tiene que ver 
-el señor Diputado Sánchez hizo referencia a eso- con la planificación anual de los llamados que realizarán 
los Incisos. Por lo tanto, con la nueva reglamentación se intentan solucionar algunos problemas prácticos, lo 
que también manifestamos cuando concurrimos a la Comisión de Población, Desarrollo e Inclusión del 
Senado, a la que asistimos en dos oportunidades; si no me equivoco la última fue el 10 de junio. 


Entonces, debemos tratar de no replicar en esta iniciativa los problemas que presenta la Ley_N* 18.651; por el 
contrario, debemos solucionarlos, lo cual haremos con el Decreto y con esta nueva competencia. De esta 
forma, cuando los Incisos hagan la planificación anual de sus necesidades con respecto a los recursos 
humanos -las cuales se canalizan a través de la Unidad "Uruguay Concursa"- podrán contar con ese 
instrumento, que permitirá establecer dónde figura el cumplimiento de tal o cual punto. En caso de que 
efectivamente pueda visualizarse, debemos ponernos de acuerdo en cómo se va a llevar a cabo. Cuando eso 
esté resuelto debemos darle paso a la planificación, y luego a la ejecución. 


Esa es la forma en que hemos entendido en que podemos colaborar con un proceso al que todos queremos 
llegar. 


El artículo 7” se relaciona directamente con el proyecto de ley del Estatuto del Funcionario Público del Poder 
Ejecutivo y su aplicabilidad. 


La disposición que ponemos a consideración de los señores Diputados cumple con lo establecido en la 
Disposición Transitoria A) del proyecto de ley de Estatuto, ya que dicha iniciativa prevé el pasaje de todos 
aquellos contratos temporales al régimen de provisoriato, el cual se establece en el artículo 50 de la Ley 
N? 18.719, y sus modificativas. 


Asimismo, en este artículo se repite la definición adoptada en la Disposición Transitoria, ya que se expresa 
que aprobado el Estatuto se habilita al Poder Ejecutivo a contratar bajo el régimen de provisoriato a quienes 
se encuentren contratados bajo la modalidad contrato temporal de derecho público, por aplicación de diversas 
leyes; en realidad, se hace referencia a los contratos temporales de transición, es decir, aquellos que 
provienen del inciso cuarto "in fine" del artículo 52 -los contratos cachet-, el artículo 55 de la Ley N* 18.719 
y los artículos 6 y 105 de la Ley N* 18.834. 


Tal como lo expresa el proyecto de ley del Estatuto del Funcionario Público, el contrato de provisoriato será 
por un plazo de hasta seis meses, período en el que deberán ser evaluados satisfactoriamente por el tribunal 
correspondiente para su presupuestación. 


Lo relativo a la evaluación y su regulación, en un primer momento, figura en el artículo 97 del proyecto, pero 
no sé si ahora mantiene la numeración. De todos modos, el Decreto N* 358/2011 también refiere a las 
evaluaciones que se deberán llevar a cabo. 


Por otra parte, para hacer efectiva esta norma se autoriza a la Contaduría General de la Nación a habilitar los 
cargos presupuestados del último nivel del escalafón correspondiente y a efectuar las transposiciones de 
créditos necesarias a tales efectos. 


SEÑOR POSADA.- Teniendo en cuenta que el proyecto de ley sobre el Estatuto del Funcionario 
Público ya se habrá convertido en ley cuando se sancione esta modificación presupuestal que 
acompaña el proyecto de ley de Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal -teniendo 
en cuenta lo manifestado por el escribano Martínez en cuanto a que figura una repetición en las 
Disposiciones Transitorias-, propongo que la Oficina Nacional del Servicio Civil redacte el 
inciso primero del artículo 7” como si el proyecto ya estuviera aprobado. 


(Diálogos) 


SEÑOR ABDALA.- Quería recordar a los miembros de la Comisión que ya recibimos un reclamo con 
relación a esta disposición, que tiene que ver con la situación de los trabajadores conocidos como los 
del artículo 53, que no fueron incluidos en el artículo 7”; esto le consta a todos los compañeros de la 
Comisión. 


Tengo entendido que se trata de aproximadamente ochocientos casos, incluyendo a becarios y pasantes. 
Asimismo, debemos tener en cuenta una situación bastante específica, que es la de los trabajadores del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas que, según tengo entendido, son ciento tres. 


Sin duda, me consta que hay voluntad política para regularizar esta situación, ya que se llegó a redactar una 
solución, que fue avalada por el citado Ministerio, aunque después quedó por el camino. En ese sentido, 


estuvimos conversando con legisladores de la bancada de Gobierno -no quiero cometer ninguna infidencia-, y 
pude advertir que habría disposición para encontrar una solución satisfactoria. 


Por lo tanto, considerando que se encuentra presente la Oficina Nacional del Servicio Civil, me pareció 
conveniente plantear la situación que están atravesando esos trabajadores, para que conste en la versión 
taquigráfica y para que quede como una asignatura pendiente a la hora de analizar el articulado y trabajar en 
su aprobación. 


SEÑOR ASTLI.- Aprovechando el comentario realizado por el señor Diputado Posada y el intercambio 
que se llevó a cabo, propongo que se redacte un sustitutivo al artículo 7” -para ponerlo en discusión 
cuando el proyecto sea analizado en Sala- incorporando la disposición correspondiente, la cual será 
aprobada el 8 de agosto. 


Solo pedimos al Poder Ejecutivo que promueva la ley rápidamente, teniendo en cuenta que están tan 
interesados como nosotros en resolver esta situación. De esa forma, cuando el proyecto de Rendición de 
Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal se discuta en Sala, contaremos con la numeración 
correspondiente a la ley de Estatuto del Funcionario Público. Entonces, podremos hacer referencia al 
artículo 103 de las Disposiciones Transitorias de determinada ley. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- En el artículo 8” se sustituye el artículo 62 de la Ley de Presupuesto por otra 
redacción. 


El nuevo artículo establece un universo más amplio del que establecía el artículo 62 de la Ley N* 18.719, 
permitiendo la utilización de los créditos de los cargos vacantes, los créditos disponibles y no comprometidos 
de los contratos de los regímenes de Contrato Temporal de Derecho Público, Alta Especialización y Alta 
Prioridad. Esto se dispone a los efectos de ser utilizado para la transformación de cargos que se consideren 
necesarios para el funcionamiento del organismo. Para tales instancias, debe contarse con el informe previo y 
favorable de la Oficina Nacional del Servicio Civil y de la CGN y dar cuenta de lo actuado a la Asamblea 
General. 


Este ha resultado ser un instrumento adecuado para la realización de ajustes en las estructuras de puestos de 
trabajo en función de cambios necesarios, si bien no sustantivos, para el desarrollo de las diferentes 
actividades a cargo de los organismos, y se enmarca en una política que ha tratado de impulsar la oficina, 
intentando readecuar los perfiles requeridos para los Incisos, optimizando la utilización de los créditos 
presupuestales cuando existe disponibilidad de vacantes. 


El artículo 9” pertenece a la categoría sobre la que hablamos antes, relativa a la necesidad práctica de buscar 
soluciones a problemas que se suscitan en más de un Inciso y que, en la mayoría de los casos, tienen su 
origen en la insuficiencia de créditos al momento que se hicieron contrataciones bajo el régimen de contrato 
temporal de derecho público. Eso llevó a que en esa primera instancia se realizaran contratos temporales por 
períodos menores al máximo que prevé el artículo 53 de la Ley_N” 18.719. Como ustedes recordarán, ese 
artículo define al contrato temporal y establece que puede contratarse por un período de hasta tres años y 
prorrogarse, por única vez, hasta por idéntico período. 


El artículo propuesto faculta al Poder Ejecutivo, previa solicitud del jerarca correspondiente, a extender 
ciertos contratos, cuando se considere que las personas deben seguir desarrollando las tareas encomendadas 
hasta ese momento, extensión que no podrá ir más allá del límite máximo a que refiere el artículo 53. Para 
que no queden dudas al respecto, específicamente aclaramos que acá no se está consignando la posibilidad de 
autorizar a extender esos contratos por seis años más. Lo que se está determinando, es que se pueden 
extender hasta cumplir en su totalidad el plazo máximo, o sea, llegar hasta seis años. En esa situación hoy en 
día están ciento ochenta y un contratos: si es de interés de los señores Diputados, después podemos hacer 
llegar la discriminación por Incisos. 


SEÑOR GANDINI.- No logré entender cuál es la necesidad de incluir este artículo cuando ya la norma 
original habilita a que se pueda extender el plazo por tres años más. Pero, sobre todo, me llama la 
atención que lo restringe a aquellos contratos que hayan sido realizados por un plazo menor a tres 
años. ¿Y aquellos que fueron de tres años? ¿La conclusión es que ya están? 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Sí, los que tienen tres años, ya están; no tienen problema: llegan a su límite y se 
pueden prorrogar. Ahora bien, para aquellos que se hicieron, por ejemplo, por dieciocho meses o un 
año, se da la posibilidad de pueda extenderse el plazo al máximo de tres años y tres más de prórroga; 
es decir, que puedan completar un lapso de seis años, si así se entendiera necesario por parte del 
jerarca, para ponerlos en pie de igualdad con los que contrataron originalmente por el plazo máximo 
de tres años. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Lo que pasa es que comúnmente hablamos de tres años, pero en cuanto al 
contrato temporal, uno puede contratar hasta por tres años y luego dar una prórroga por la misma 
cantidad de tiempo del contrato, y no necesariamente por tres años más. Normalmente todos pensamos 
en tres años, más otros tres pero, en realidad, si el contrato fue firmado por un año, se podrá extender 
solo por un año, porque eso es lo que dice la ley. 


Lo que está estableciendo este artículo es que si yo hice un contrato por un año, igualmente puedo extenderlo 
hasta el plazo máximo, en función de las necesidades que tiene el Inciso. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- El artículo 10” es una clara norma necesaria ante la existencia de un vacío legal, 
por lo que nos parece importante su aprobación dadas las consecuencias de orden práctico que 
conlleva. 


Concretamente, la norma propone la sustitución del artículo 4* de la Ley N* 18.172 que prevé que aquellas 
personas que resultaren destituidas por una falta administrativa grave por incumplimiento de sus 
obligaciones, no podrán ser objeto de nueva designación o contratación. Pero nada dice el artículo en cuanto 
a qué pasa cuando el funcionario resultare inhabilitado por la comisión de un delito: allí es donde se produce 
el vacío legal comentado. 


Esta inquietud por proponer la modificación surge en el seno de la Comisión Nacional del Servicio Civil, que 
está regulada en los artículos 6* y 7” de la Ley N* 15.757, en virtud de que dentro de los expedientes que en 
forma semanal son estudiados por la Comisión, también llegan aquellos en los que el Juez declara la 
inhabilitación de funcionarios públicos ante determinadas conductas. Y aquí sucede lo siguiente: si el Juez 
establece la inhabilitación para ejercer cargos públicos por equis período, se produce "ipso facto" la 
desvinculación del funcionario. Es decir que desaparece la calidad de funcionario: es desinvestido. En otras 
palabras, la desvinculación supone la imposibilidad de destitución, en la medida en que produce la pérdida 
del cargo; deja de ser funcionario. Y queremos poner énfasis en el tema que finalizado el plazo de la 
inhabilitación, nada impide que esa persona ingrese a la Administración Pública en otro cargo o función, 
aunque haya cometido un delito grave contra la propia Administración. 


Con esta norma se pretende corregir esa situación, poniendo en pie de igualdad tanto a los que hayan sido 
destituidos por la comisión de una falta administrativa grave, o por incumplimiento de sus obligaciones, con 
los que hubieran resultado inhabilitados como consecuencia de una sentencia penal ejecutoriada, al establecer 
que no pueden ser objeto de nueva designación o contratación. A tales efectos, se hizo una consulta a la 
Fiscalía de gobierno que estuvo conteste en una solución normativa del tipo de la que estamos proponiendo a 
la Comisión. 


El artículo 11 parte del hecho de que en la actualidad existen créditos provenientes de funciones creadas bajo 
el régimen de contrato de función pública, que han quedado vacantes. En la medida en que no exista una 
norma que permita trasladar dichos créditos a cargos presupuestados, para luego utilizar los mecanismos del 
ascenso, o en su defecto el de ingreso, se propone esta solución que permite transformar en cargos 
presupuestados las funciones creadas por el contrato de función pública -que estén vacantes, obviamente-, 
previa intervención de la Oficina Nacional del Servicio Civil y de la Contaduría General de la Nación en el 
ámbito de las respectivas competencias. 


SEÑOR GANDINI.- Pido disculpas pero quisiera volver al artículo 10” para hacer una consulta y un 
comentario. 


Parecería que la nueva redacción elimina el previo sumario, lo cual creo que fue el motivo por el cual la 
delegación de COFE, cuando compareció ante la Comisión, solicitó que se retirara este artículo. Además 


advirtió que en caso de ser aprobado, podría aparejar juicios de inconstitucionalidad e hizo los argumentos 
fundamentando esa visión. En este sentido, quisiera consultar a las autoridades de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil si esta interpretación y la eliminación del sumario previo son correctas. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Obviamente, el artículo está hablando del final del proceso de realización de un 
sumario. Así está estipulado. Todo el procedimiento del Decreto N* 500 al que hacíamos referencia está 
incluido en la norma. No veo la inconstitucionalidad en la medida en que se va a seguir con el procedimiento 
correspondiente. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Quizás hay muchos miedos de parte de la organización sindical, pero mi 
interpretación es la siguiente: no se puede destituir a un funcionario sin sumario y sin que el Senado de 
la República haya votado esa destitución. Me imagino que el Senado de la República o la Comisión 
Permanente -a veces le toca la destitución de algún funcionario- revisan que se haya cumplido con todo 
el proceso que implica además al Tribunal de lo Contencioso Administrativo. Es verdad que la ley 
anterior hablaba de un sumario previo; esto es así, pero aquí se está haciendo referencia a algo mucho 
más estricto porque se menciona a "las personas que hayan sido destituidas". Quiere decir que el 
proceso de destitución ya se cumplió, es sentencia firme, y que el Senado de la República ya votó. No 
creo que la referencia al sumario previo agregue nada sustancial al proceso. 


SEÑOR GANDINI.- Es verdad que no agrega, pero tampoco quita. Lo que tenemos aquí es una norma 
que propuso la Oficina Nacional del Servicio Civil y que este mismo Parlamento votó en el año 2010. 
Llama la atención que se haya sacado, porque puede dar lugar a cualquier interpretación de 
intencionalidad. Entonces, si no agrega pero tampoco quita, considero que es mejor dejarla. 


SEÑOR ABDALA.- Yo no sé cuánto agrega o cuánto quita, porque aquí la referencia no es solo a los 
funcionarios públicos en el sentido de los funcionarios presupuestados. Aquí se habla de cualquier 
modalidad de vinculación, y no todas las modalidades de vinculación implican el proceso que acaba de 
describir el señor Diputado Sánchez. Por supuesto, los funcionarios presupuestados deben ser objeto 
de sumario y no pueden ser destituidos si no es con previa venia del Senado. No estoy juzgando si esto 
está bien o mal; probablemente se justifique. Hay modalidades de vinculación que para destituir a un 
funcionario no demandan estrictamente esos procedimientos sino simplemente la rescisión de un 
contrato y tal vez mañana ese funcionario contratado o con una vinculación bastante más frágil que la 
presupuestación no pueda argúir que se le debió haber practicado el sumario previo. Repito: no estoy 
valorando si está bien o mal, pero presumo que puede ser esa la intención. 


SEÑOR GANDINI.- ¿Esto está previsto para los Incisos 02 al 15 o para todos los funcionarios de la 
Administración? No recuerdo de dónde viene o si es para todos los funcionarios. Si lo es y abarca a los 
funcionarios de los Entes Autónomos y demás que tienen otro sistema de destitución al que hacía 
referencia el señor Diputado Sánchez, es bueno también saberlo. 


SEÑORA TEJERA.- Quería aclarar cuál es el problema, para buscar la solución. 


A la Comisión Nacional del Servicio Civil llegan expedientes de toda la Administración Pública luego de que 
se hacen los sumarios respectivos. Hemos tenido casos de funcionarios públicos condenados penalmente por 
asociación para delinquir en un organismo público y como en la sentencia les dan la inhabilitación por cinco 
años para ejercer cargos públicos, lo único que podemos hacer es pedir su desinvestidura, porque la sentencia 
penal implica que inmediatamente, "ipso facto", el cargo desaparece, es decir, esa persona no es más 
funcionario público. Por lo tanto, no podemos aceptar la destitución y mandarla al Senado; podemos 
simplemente mandarlo con una desinvestidura. Eso implica que al sexto año la persona no tiene ninguna 
destitución y puede volver a trabajar. Solucionar ese problema es lo que pretendemos con este artículo. Si 
tiene que decir "a" o "b", queda en mano de los legisladores; lo que nos interesa es buscar una solución a este 
problema. Lo único que hace referencia a estos casos es una resolución de 1954 que dice que se desinviste al 
funcionario. No queremos seguir con esta situación. 


SEÑOR GANDINI.- Todo lo que acaba de decirse es lo que está redactado a partir del "o": "o que 
hayan sido inhabilitados como consecuencia (...)". Lo que se agrega resuelve el problema que se 
planteaba y nosotros estamos de acuerdo. Pero para no generar un inconveniente, que no es el objeto 


de esta redacción, a lo mejor es bueno que la primera parte del artículo mantenga la redacción original 
y diga "previo a sumario". Si eso no quita nada lo ponemos y no se generará ningún inconveniente en 
materia de garantías a aquellos casos que siempre se han dado así; supongo que no es intención de la 
Oficina cambiarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me informan desde Secretaría que el artículo 11 dice: "Autorízase al Poder 
Ejecutivo a transformar en cargos presupuestados de la misma serie, denominación, escalafón y grado 
al que se hubiera asimilado aquellas funciones (...)" y debería decir 'a aquellas funciones". Si ustedes 
están de acuerdo, lo estaríamos cambiando. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Sí, totalmente de acuerdo. 


El artículo 12 pretende precisar el alcance de lo dispuesto por el artículo 16 de la Ley N* 18.719. Dicho 
artículo es el segundo que en ese cuerpo normativo refiere a la redistribución de los funcionarios que le 
fueran propuestos a la Oficina Nacional del Servicio Civil con dicho objetivo. Específicamente establece que 
las necesidades de personal que integran el Presupuesto Nacional a excepción de ANEP y Udelar, que quedan 
fuera del mencionado régimen, han de cubrirse en primera instancia con los funcionarios presupuestados -la 
norma dice así-, civiles declarados excedentes del Poder Ejecutivo, Entes Autónomos, Servicios 
Descentralizados, Corte Electoral, Tribunal de Cuentas y Tribunal de lo Contencioso Administrativo. Pues 
bien, el artículo propuesto ahora agrega básicamente dos elementos importantes: por un lado, integra la 
Universidad Tecnológica al régimen de excepciones, colocándola en pie de igualdad a ANEP y Udelar y, por 
otro, agrega como sujetos pasibles de redistribución a los contratos de función pública, que en la redacción 
anterior no habían quedado comprendidos. 


SEÑOR ABDALA.- La referencia a los contratos de función pública, que se suponía una modalidad en 
extinción, pienso que tendrá que ver en este caso con las situaciones históricas, excedentarias o 
remanentes. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Fuera de la Administración Central. Los casos se dan sobre todo en AFE. Esta 
norma, antes de la Ley _N” 17.819, comprendía a los presupuestados y a los contratos de función 
pública. Desconozco el motivo por el que no quedó el contrato de función pública, lo que hace que hoy, 
por ejemplo, personal que tenga esa calidad dentro de AFE no pueda ser declarado excedente. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Gamou) 


SEÑOR ABDALA.- Creo que vale la consulta y la aclaración en la medida en que en el sentido estricto 
la redacción incluye a los contratos de función pública con las situaciones del Poder Ejecutivo, no 
solamente con las de los Entes Autónomos. Entiendo que se establece con relación a los Entes 
Autónomos, pero en la medida en que habla de funcionarios presupuestados o contratos de función 
pública y después refiere a todos los organismos, comprende, precisamente, a todos los organismos. 


En este caso, se nos aclara que la modalidad del contrato de función pública es con relación a las situaciones 
que están por fuera del Presupuesto nacional. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- El artículo 13 tiene relación directa con las disposiciones contenidas en el 
proyecto de Estatuto. 


Como recordarán, en el capítulo referido a las figuras contractuales se regula el contrato de trabajo; se 
pretende prever el mecanismo presupuestal a fin de que, una vez aprobado el Estatuto, puedan utilizarse los 
créditos para contratar bajo el régimen de esta nueva figura sin que tenga costo presupuestal. 


SEÑOR GANDINI.- ¿Este artículo 13 tiene alguna motivación en alguna situación particular en el 
Estado? ¿Está vinculado con la DGI o con algún otro organismo, o es una necesidad genérica que 
existe para traspasar créditos de un régimen a otro? 


SEÑOR MARTÍNEZ.- No, señor Diputado. No tiene ninguna referencia específica, es de carácter 
general. Solo se pretende prever con qué se van a financiar los contratos de trabajo. Si no existe la 
figura, no se puede dar sustento presupuestal a esos contratos. 


SEÑOR GANDINI.- Tengo una duda. 


Después del 28 de febrero del próximo año -cuando empieza a correr el último año del gobierno-, ¿qué tipo 
de modalidad contractual puede ingresar al Estado? Aquellos que hoy están en un proceso de transformación, 
es decir, funcionarios que van a dar concursos para pasar, por ejemplo, del contrato temporal de derecho 
público al provisoriato, después de la fecha de los concursos o de los resultados, ¿pueden ingresar en esa 
calidad o deberían hacerlo mediante el contrato de trabajo, con un régimen totalmente distinto? 


SEÑOR SÁNCHEZ.- El contrato temporal de derecho público se va cuando se haga las reestructuras. 
Actualmente, los Ministerios tienen recursos para realizar estas contrataciones en el Presupuesto 
nacional. 


El nuevo Estatuto del Funcionario crea otro modelo, es decir, el contrato de trabajo, que está en la órbita del 
derecho público y que no tiene financiamiento. Una vez que se apruebe el proyecto de ley sobre el Estatuto 
del Funcionario, ningún Ministerio podrá contratar porque no contará con respaldo presupuestal. Por lo tanto, 
con esta redacción pretendemos pasar los recursos presupuestales destinados a los contratos temporales para 
que los Ministerios puedan contratar por el modelo del contrato de trabajo. 


Además, como estoy convencido de que antes de 2015 se van a hacer las reestructuras -porque votamos el 
Estatuto del Funcionario-, el contrato temporal no existirá más; esa es mi interpretación. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Con posterioridad al 28 de febrero de 2014, las herramientas contractuales con 
que contará la Administración -los Incisos 02 al 15- serán los arrendamientos de obra, los becarios, los 
pasantes, el contrato laboral y aquellos provisoriatos que terminen el plazo, pasen su proceso de 
evaluación y sean presupuestados. 


SEÑOR GANDINL.- ¿Me permite otra interrupción? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Diputado Gandini. 


SEÑOR GANDINI.- Me pregunto qué pasaría si no me la concediera. ¿Usted no me daría la palabra? 
Es su modo de dirigir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Usted quiere cuestionar a la Mesa? 
SEÑOR GANDINI.- No, señor Presidente. Quiero que seamos un poco más ágiles, nada más. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Perdón, señor Diputado. ¿Usted está molesto por algo? ¡Dígalo! 
Simplemente, cumplo con el Reglamento. 


SEÑOR GANDINI.- Cuando se vayan los invitados, yo se lo digo. 
SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Y por qué no me lo dice ahora? 


SEÑOR GANDINI.- Porque no; no es conveniente cambiar el tono de la reunión. Usted se merecería 
que yo le dijera algunas cosas... 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¡Y dígamelo! 


SEÑOR GANDINL.-...pero lo quiero mucho. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias. 
Tiene la palabra, en el uso de una interrupción, el señor Diputado Gandini. 
SEÑOR GANDINL.- Muchas gracias, señor Presidente. 


No me quedó claro lo que dijo el señor Diputado Sánchez en relación con lo que manifestó la autoridad. 


Después del 28 de febrero, por más que estén vigentes los contratos temporales de derecho público, no se 
podrán llenar los cargos. Por más que estén a disponibilidad hasta que se hagan las reestructuras, no se 
pueden transformar los contratos temporales de derecho público, y solo las herramientas disponibles serán las 
que se detallaron: becarios, laborales, arrendamientos de obra. 


Mi pregunta surge porque, en algunos organismos, hay procesos de llamado a concurso para regular a 
becarios que luego se transformaron en determinado tipo de contratos y, probablemente, no estén terminados 
antes del 28 de febrero. Entonces, ¿qué hace ese organismo? ¿Cómo los contrata? ¿Los contrata en el 
régimen de provisoriato, en el de contrato temporal de derecho público o, como no puede hacer nada, realiza 
contratos laborales? Eso es lo que se ha dicho a algún grupo de funcionarios que puede suceder si los 
concursos -en los que están participando aquellos funcionarios en vías de regularización- no se terminan 
antes de esa fecha. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- No terminé de comprender bien el razonamiento del señor Diputado. 


Todos los concursos que se están realizando hoy en día a través de la unidad "Uruguay Concursa" -tenemos 
un número muy importante-, necesariamente, deben culminar antes del 28 de febrero porque es el último 
plazo para la designación de las personas. Estamos reforzando en todo lo posible -en el marco de nuestras 
limitaciones- la unidad "Uruguay Concursa" de manera de culminar a tiempo no solo el proceso de selección 
sino de designación por parte del Poder Ejecutivo. Luego de la selección, el trámite pasa por la Contaduría 
General de la Nación, por el Ministerio de Economía y Finanzas y por Jurídica de Presidencia para que, 
finalmente, el señor Presidente nombre a los funcionarios. 


Por lo tanto, nuestra fecha límite es el 28 de febrero de 2014. 


SEÑOR GANDINI.- Creo que el Director entendió perfectamente mi razonamiento. La preocupación 
es que algunos organismos han dicho a sus funcionarios que prevén la contratación mediante el 
régimen de contrato laboral si es que no llegan, y parece que no llegan. Esto llevó a reuniones 
gremiales, a consultas y a visitas a los legisladores. Sin embargo, después de escuchar a las autoridades, 
podemos decir a esos funcionarios que se queden tranquilos porque todo el proceso debería terminar 
antes del 28 de febrero. Si eso no fuera así, habría una omisión o una falta de previsión de la 
Administración. Todo parece indicar que el 28 de febrero termina el plazo, después del cual no se 
puede contratar por esa modalidad. La voluntad es que todo termine antes del 28 de febrero, hasta la 
designación en aquellos lugares donde se están haciendo los procesos de selección. 


Me quedo tranquilo y creo que los funcionarios también. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Sé que puede ser engorroso pero me parece que es importante hacer la siguiente 
aclaración -toda la gente mira la versión taquigráfica- ya que estamos hablando de funcionarios que están 
peleando por permanecer en el Estado; de lo contrario, después se podrían generar procesos que ninguno de 
los que estamos acá quiere. 


Nosotros tenemos un contrato temporal que se creó en el Presupuesto nacional cuyas características fuimos 
modificando en las Rendiciones de Cuentas. Este contrato temporal se hacía para que los Ministerios 
funcionaran hasta que se hiciera la reestructura, es decir, se definieran los puestos de trabajo permanentes en 
el Estado, es decir, los presupuestados. ¿Qué es lo que nos pasó en la Rendición de Cuentas 2011? Nos dimos 
cuenta de que los contratos temporales caían en el momento en que surgía el decreto de la reestructura, 
porque al crearse los cargos caían los temporales. Nosotros hicimos una modificación a los contratos 
temporales que establece que el temporal continúa hasta tanto se llene la vacante; aclaro que estamos 


hablando dentro de los seis años como plazo máximo. Por lo tanto, al crear las reestructuras -estoy seguro 
que esto será antes de octubre-, se van a generar los cargos presupuestales necesarios para un Inciso u oficina 
y se tendrá que hacer el concurso correspondiente, el cual se podrá hacer antes del 28 de febrero, incluyendo 
todo el procedimiento del concurso y la designación. Después del 28 de febrero no se puede designar a 
ningún funcionario presupuestado más. Lo que puede llegar a suceder es que haya cargos en los Ministerios 
que son presupuestales pero, en realidad, no se llegó a la designación antes del 28 de febrero; por lo tanto, se 
seguirá trabajando con contratos temporales que no dan derecho a la presupuestación, y aclaro esto porque 
después podemos tener algunas dificultades. De manera que el próximo Gobierno tendrá que hacer los 
llamados para llenar esos cargos presupuestales. No se cae ningún Ministerio porque sigue teniendo los 
contratos y, además, ante la vigencia del Estatuto del Funcionario Público y con este artículo, se va a permitir 
el contrato de trabajo. 


Por otra parte, acá estamos confundiendo el contrato laboral con el contrato de trabajo. El contrato de trabajo 
está, en el marco de lo resuelto por el Estatuto del Funcionario, en derecho público; el contrato laboral es el 
que creamos en el Presupuesto nacional y está en el derecho privado. Lo que sucede es que no hay 
posibilidades de utilizar esa figura contractual porque hoy no tiene ninguna previsión presupuestal. Eso es lo 
que dice el artículo que estamos tratando ahora en la Rendición de Cuentas. 


Otra cosa es lo que pasa con los funcionarios que hoy están en algunos procesos de regularización. No me 
gusta la palabra "regularización" porque esos funcionarios firmaron un contrato que establece que tienen 
derecho a estar tres años, más tres más, y eso no les da derecho a la presupuestación. A veces, cuando se 
habla de regularización parecería ser que, como el funcionario tiene un contrato temporal, se está haciendo un 
concurso para que quede presupuestado, y no es así. Lo que se está haciendo es llenar las vacantes 
presupuestales necesarias y esos funcionarios están concursando, igual que el resto de la ciudadanía. Quien 
gane ese concurso será el que obtenga el cargo presupuestal. 


Quiero que esto quede claro para que no se generen falsas expectativas entre los funcionarios que hoy están. 


VARIOS SEÑORES REPRESENTANTES. ¡Muy bien! 


SEÑOR GANDINL.- Esto me sigue sin quedar claro. Voy a hacer referencia a un caso bien concreto: los 
becarios de la DGI que en este momento están concursando. Desde la Dirección se les ha dicho que si al 
28 de febrero no están prontas las designaciones, el único contrato que se les puede hacer, luego de eso, 
es el contrato laboral, no el de trabajo. Aclaro que no son contratos temporales de derecho público sino 
becarios que están concursando en este momento para regularizar su situación, de acuerdo con las 
normas vigentes. ¿Es correcta la preocupación de que si la Administración no llega a designarlos al 28 
de febrero el único contrato que se les puede hacer -para que no caiga, como decía el señor Diputado 
Sánchez, en la tarea de la Administración- es un contrato laboral bajo el derecho privado y en el 
próximo Gobierno deberán concursar nuevamente? Esto debe quedar claro porque vamos a la 
casuística de un tema que está generando preocupación a mucha gente. 


SEÑORA TEJERA.- En primera instancia, con el escribano Martínez no sabemos si en este momento 
en "Uruguay Concursa" hay un llamado en la DGI al cual se puedan presentar los becarios que hoy 
están. Evidentemente, no es un llamado a becarios, podrá ser un llamado a contrato temporal, o lo que 
fuera. Eso como primera medida. 


En segundo término, queremos aclarar que se le ha mandado una nota a todos los Ministros y Directores 
Generales dándoles un plazo hasta el 26 de julio para que nos envíen las bases y perfiles de las necesidades 
que tenían porque tenemos que prever que debemos terminar antes del 28 de febrero. En esta fecha tiene que 
estar la designación. Nosotros nos estamos proponiendo terminar todos los concursos el 30 de diciembre, o 
en los primeros días de enero. Estamos siendo realmente muy exigentes con esa fecha; se está trabajando en 
las bases y al día 10 de agosto todos los Ministros deberán haber hecho la resolución, aprobado las bases y 
llamado a concurso. A partir de esa fecha no habrá más llamados porque es imposible que terminemos un 
llamado cuando tenemos un sinnúmero de concursos más las necesidades que ahora están planteando en 
forma urgente todos los Ministerios. 


Aclaro que nosotros no estamos haciendo llamados para regularizar a nadie; estamos haciendo llamados en 
función de las necesidades del Inciso y podrá presentarse quien fuere, es decir, becarios o cualquier otro 


ciudadano. Específicamente, de la DGI no puedo decir si están haciendo algún llamado. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Complementando lo que decía la doctora Tejera, si no me equivoco, entre 
marzo y abril tuvimos una reunión con cada uno de los Directores Generales de Secretaría de los 
Incisos y con los Gerentes o Encargados de las áreas de Gestión Humana a efectos de establecer cuál 
era la planificación de llamados para el presente año. En esa oportunidad, cada uno de los 
Incisos estableció cuáles eran sus necesidades. Como entre el período de la reunión y la fecha que dijo 
la doctora Tejera -en el mes de julio- no habíamos recibido la cantidad de solicitudes de contratación 
necesarias, tuvimos que establecer la fecha de corte. 


Quiero aclarar que cuando se hizo esa fecha de corte el viernes 26 aparecieron muchos más perfiles de los 
que habíamos arreglado con los Directores Generales. Esto hace un trabajo mucho mayor para la unidad 
"Uruguay Concursa". Es más, es posible -a pesar de esa fecha que fue comunicada fehacientemente a cada 
uno de los Ministros y a cada uno de los Directores- que lleguen pedidos a posteriori en cuanto a que sigamos 
haciendo algunos llamados porque no lo previó el Inciso, porque surgieron nuevas situaciones o vaya a saber 
por qué. Y no sé si vamos a poder enfrentar esa situación porque no podemos comenzar a hacer un proceso - 
se imaginarán todo lo que lleva un proceso de concurso: confección de bases y de perfiles, asignación de 
tribunales, sistema de selección, examen desde el punto de vista jurídico, pasarlo a la Contaduría General de 
la Nación, que lo vea el Ministerio de Economía y Finanzas y el departamento de jurídica de Presidencia, y la 
propia firma- en octubre o noviembre pues no vamos a poder terminar. 


Queremos hacer la salvedad de que si un Inciso pretende hacer algún llamado que no lo haya establecido en 
la planificación, cuando nos reunamos con ellos en marzo o abril, no podemos garantizar que el concurso se 
efectivice. 


El artículo 14 está enfocado a brindar una solución a aquellos funcionarios públicos que son designados por 
el Poder Ejecutivo para cumplir funciones de carácter específico en personas públicas no estatales. Se trata de 
aquellas designaciones para ejercer funciones ejecutivas de carácter continuo. 


¿Qué pasa hoy día? Ese funcionario que es designado para tales fines carece de algunos instrumentos, por lo 
que puede peligrar su vínculo con el Estado. Por ejemplo, puede pedir una licencia sin goce de sueldo para ir 
a cumplir la función en la persona pública no estatal, pero esto tiene un límite. Agotado el plazo de la licencia 
¿qué hace? Se encuentra en la disyuntiva de seguir en la persona pública no estatal o de perder el vínculo con 
el Estado. La propuesta pretende establecer un mecanismo por el cual pueda reservar el cargo mientras 
desempeña la función en la persona pública no estatal. 


SEÑOR ABDALA.- Está claro que este artículo tiene una doble finalidad: por un lado, la reserva del 
cargo y, por otro, la eventualidad de la opción en cuanto al salario, pero tengo las siguientes dudas. ¿La 
reserva del cargo no existe para quienes son designados en una persona pública no estatal? ¿No se da 
la situación que sí se da con relación a quienes son designados para ocupar un cargo político en otro 
organismo y pueden reservar su cargo de carrera en el organismo de origen? 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Efectivamente, es así como dice el señor Diputado Abdala: para las personas 
que pasan a cumplir determinadas funciones en las personas públicas no estatales no existe el instituto 
de la reserva del cargo. 


SEÑOR GANDINI.- La reserva del cargo existe para otras situaciones, pero además esto genera la 
novedad de que tiene el formato del pase en comisión, porque da al funcionario la opción de cobrar el 
salario del organismo de origen trabajando en una persona que se rige bajo el derecho privado cuando 
al final dice: "[...] y optar por percibir las retribuciones establecidas en éstas o las correspondientes al 
cargo reservado". 


Supongo que al decir "los funcionarios públicos” y no establecer límites, se refiere a todos; puede ser 
cualquier funcionario de cualquier organismo que el Poder Ejecutivo entienda que debe pasar a cumplir 
funciones en cualquier persona pública no estatal. Estas personas pasan allí, reservan su cargo y cobran el 
salario del cargo reservado o el de la persona pública, según les convenga más. Es decir que mientras su 
vacante no se puede ocupar, además, es posible que cobren el salario respectivo, con lo cual el costo 


presupuestal es para el organismo al que pertenece. De esta manera, se genera una situación muy novedosa; 
esto no existe para nadie, porque no es la reserva del cargo sin goce de sueldo, sino que puede ser con goce 
de sueldo, para desempeñarse en otra persona que no es estatal. Es una especie de pase en comisión al sector 
privado: esto sí que es novedoso, porque ahí caen todas sus obligaciones como funcionario público, pero el 
Estado paga la reserva del cargo y la vacante no se puede ocupar. 


Quisiera confirmar el alcance de esta disposición, si es para todos los funcionarios públicos o solo para los de 
los Incisos 02 a 15 y si es con este régimen de reserva del cargo sin goce de sueldo o eventualmente y a su 
elección: una suerte de pase en comisión con reserva del cargo y pago del sueldo. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- No es exactamente el régimen del pase en comisión. Lo que pretendemos con 
esta disposición es amparar a ese funcionario que tiene que ir a la persona pública no estatal. El tema 
de la remuneración se asimiló al de los cargos de particular confianza, pero si esa parte se quiere 
eliminar, no tenemos ninguna objeción. Lo que sí nos interesa es contar con el instrumento para que si 
un funcionario público es designado para desempeñarse en estas funciones ejecutivas de carácter 
continuo en una persona pública no estatal, no pierda derechos en su lugar de origen ni peligre, 
eventualmente, su vínculo funcional con el Estado. Lo que respecta a la retribución quedará librado a 
lo que mejor entiendan los señores Diputados; no tenemos inconvenientes al respecto. Nos parece bien 
el planteo del señor Diputado Gandini. 


El artículo 15 tiene que ver con la sustitución de varias normas que el propio artículo establece en detalle. 
Específicamente se está estableciendo una potestad para que, en caso de que una persona pase en comisión, el 
organismo de origen -donde pertenece presupuestalmente el funcionario, donde percibe sus haberes y con el 
que tiene su vínculo funcional-, por decisión fundada del jerarca, pueda extender total o parcialmente ciertas 
prohibiciones o incompatibilidades que tenía como funcionario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión debe pasar a intermedio por pocos minutos, porque tenemos 
convocada una sesión a la hora 12. Por lo tanto, solicitamos a los representantes de la Oficina Nacional 
del Servicio Civil nos esperen unos minutos y luego, con mucho gusto, continuaremos con la 
consideración de los dos artículos restantes. 


La Comisión pasa intermedio. 
(Es la hora 12 y 13) 
———Continúa la sesión. 


(Es a hora 12 y 20) 


SEÑOR ABDALA.- En realidad, quiero saber qué propósito se persigue con este cambio, porque es un 
cambio de eje -sería demasiado decir paradigmático. La legislación vigente establece que no serán 
aplicables las prohibiciones e incompatibilidades del organismo de origen. Sin embargo, aquí se 
establece, a texto expreso, que excepcionalmente y por resolución fundada, el organismo de origen 
podrá determinar que se apliquen esas prohibiciones e incompatibilidades. 


Mi pregunta es doble. Por un lado, ¿cuál es el propósito de establecer este cambio? Me parece una pregunta 
obvia. Por otro, ¿cómo se compadecerá este nuevo régimen, en términos de compatibilizar las prohibiciones e 
incompatibilidades del organismo de destino? O sea, ¿cuál es el límite? La resolución fundada. Pero, ¿sobre 
la base de qué circunstancia fáctica o de qué evento previsible se sustenta esta propuesta? Esta disposición, 
tal como está establecida, da ciertas incertezas. Antes, no se aplicaban unas, pero sí las otras; ahora, se 
propone que no se apliquen unas, pero excepcionalmente, si el organismo correspondiente resuelve que se 
apliquen, se aplicarán, por resolución fundada. 


SEÑOR ASTL.- Creo que ya legislamos sobre este aspecto en algunos casos. En particular, recuerdo el 
caso de la Dirección General Impositiva. Los funcionarios de la Dirección General Impositiva que 
tienen un régimen especial, cuando salen en comisión o en algunos de los casos previstos aquí, 
mantienen las incompatibilidades. Sería muy perjudicial para la Administración que si tienen 


incompatibilidades e inhibiciones durante el ejercicio de la función en un organismo, las perdieran 
mientras están en comisión, pero vuelvan a tenerlas al regresar al organismo. Hay temas que perduran 
en el tiempo. Entonces, si eso nos pareció lógico para la Dirección General Impositiva, puede serlo 
también para otros organismos del Estado. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Esto obedece a que, en ocasiones, puede parecer que hay razones de 
transparencia que ameritan una solución de esta naturaleza; por ejemplo, cuando funcionarios que 
están en comisión en otras dependencias actúan realizando trámites en su organismo de origen. 
Obviamente, esa persona tiene vínculos con las personas que desempeñan en ese organismo e, 
inclusive, quizás haya tenido o tiene una relación de subordinación con alguna de ellas. 


Entonces, nos parece que esto obedece a una cuestión ética. Esta situación tiene algunas aristas que no 
deberíamos dejar de lado. 


Con esto no hablamos de coartar libertades, sino de poner ciertos límites éticos al actuar en la 
Administración, específicamente en los lugares en los que se desempañaba con anterioridad. 


Por ejemplo, imagino a un funcionario que se desempeña en el Ministerio de Salud Pública en lugares que 
tienen que ver con metas prestacionales o con asuntos de fiscalización, y por un pase en comisión, puede 
aparecer -si no hay incompatibilidades- haciendo trámites para las Instituciones de Asistencia Médica 
Colectiva a las que iba a fiscalizar el día anterior. Me parece que pasa por ese lado. Se está tratando de dar 
garantías y transparencia a la gestión pública, evitando crear conflictos internos cuando alguien se va en 
comisión y debe acudir al organismo de origen a realizar determinados trámites. 


SEÑOR ABDALA.- Entiendo perfectamente el propósito, y es absolutamente compartible, pero me 
queda la duda si no se está mezclando la función con el cargo. Quien pasa en comisión no se desprende 
definitivamente del organismo de origen; su cargo sigue perteneciendo al organismo de origen y, por lo 
tanto, sigue vinculado a él. 


Entonces, si bien esas situaciones pueden darse, la duda que me surge es si esas prohibiciones o limitaciones 
no son inherentes al cargo, y no a la circunstancia de que ese funcionario que mantiene la titularidad del 
cargo esté cumpliendo funciones en otro lado. La sola pertenencia al organismo -porque sigue perteneciendo 
a él- debería pesar sobre su accionar o limitar su actividad. 


Razoné en los mismos términos que expuso el señor Director Martínez, pero entendía que eso ya estaba 
contemplado por la naturaleza del cargo, considerando que era inherente al cargo, más que a la función. 
Cuando uno pasa en comisión, lo que cambia es la función, pero sigue siendo titular del mismo cargo. 


No obstante, si la Oficina Nacional de Servicio Civil entiende necesaria esta disposición, la analizaremos. 
SEÑOR MARTÍNEZ.- Me voy a referir ahora al artículo 16. 


Una vez aprobado el Estatuto del Funcionario, a efectos de poder aplicar los nuevos conceptos retributivos y 
simplificar los objetos del gasto que se refieren, establecemos una norma habilitante que permite hacerlo. 
Hay objetos del gasto asociados a determinadas compensaciones especiales, que seguramente irán al cargo. 
Deben analizarse las características de cada una e, inclusive, unir en un solo objeto del gasto varias de ellas. 
Para cada uno de los Escalafones vigentes la norma establece un mínimo y un máximo retributivo, dentro del 
cual deberán ubicarse las retribuciones de los seis niveles que establece el Estatuto del Funcionario. 


Queremos consignar claramente que no se trata de una escala sino de valores de referencia, y que se financia 
con las partidas previstas en los artículos 753 y 754 de la Ley N” 18.719. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos la presencia. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Los agradecidos somos nosotros por darnos la oportunidad de volcar la opinión 
técnica sobre los artículos en cuestión. 


Quedamos a las órdenes, como siempre. 
(Se retira de Sala la delegación de la Oficina Nacional del Servicio Civil) 


(Ingresa a Sala la delegación de la Presidencia de la República) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Presupuestos, integrada con la de Hacienda tiene mucho 
gusto en recibir a la delegación de la Presidencia de la República, presidida por el Secretario de la 
Presidencia, doctor Homero Guerrero y por el Prosecretario, doctor Diego Cánepa. Los acompañan el 
Director General de Presidencia, doctor Digo Pastorín; el Presidente de la Agesic, José Clastornik; el 
Presidente de la Unidad Acceso a la Información Pública, Gabriel Delpiazzo; por el Instituto Nacional 
de Estadística, la señora Laura Nalbarte; el Presidente de la Ursec, ingeniero Gabriel Lombide; por la 
Junta Nacional de Drogas, el señor Julio Calzada; por la Dirección Contabilidad y Finanzas, el señor 
Juan Serra; por la Ursea, los señores Fernando Longo y Manuel Laborde; por la OPP, el Subdirector, 
economista Gerónimo Roca, y las señoras Mirta García Montejo, Marisa Rodríguez, Ángela Medina y 
Ana Laura Martínez y el señor Gerardo Siri; por el Ministerio de Economía y Finanzas, la contadora 
Susana Díaz y la señora Ana Laura Mengual. 


SEÑOR GUERRERO.- Muchas gracias a la Comisión por recibirnos. 


Vamos a tratar de ser ágiles. Si están de acuerdo, vamos a pasar directamente a la consideración de los 
artículos. 


Me gustaría ceder la palabra al doctor Pastorín, Director General de la Presidencia de la República, para que 
se refiera a los artículos 31 y 32. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por supuesto. Tiene la palabra el doctor Pastorín. 
SEÑOR PASTORÍN.- Buenos días a todas y a todos. 


En los artículos 31 y 32 se habla de la creación del Sistema de Infraestructura de Datos Espaciales como 
órgano desconcentrado que funcionaría en la Presidencia de la República. El fundamento de la creación de 
esta institución es potenciar el trabajo de las instituciones que desarrollan información geoespacial en el país 
que, como ustedes saben, son varias -Catastro, Topografía, el Instituto Geográfico Militar, las Intendencias y 
las empresas públicas-, con el objetivo de generar lineamientos estratégicos y técnicos y definir prioridades 
de acción. 


Creemos que con esto se pone al país en la misma tendencia que el resto del mundo. En Latinoamérica existe 
en todos los países, salvo en Paraguay; la Comunidad Económica Europea tiene una directiva desde el año 
2007. Por lo tanto, creemos que es un instrumento para el desarrollo y definición de políticas estratégicas en 
el ámbito del Estado. 


SEÑOR GUERRERO.- Solicito que para referirse a los artículos 33 en adelante se ceda la palabra al 
señor Prosecretario de la Presidencia de la República. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Prosecretario. 


SEÑOR CÁNEPA.- Agradezco a la Comisión por la paciencia que han tenido para recoordinar en 
varias oportunidades nuestra asistencia. 


Los primeros tres artículos están referidos a algunos elementos necesarios para la evolución institucional que 
ha tenido la Agencia Uruguaya de Cooperación Internacional. El primero de los artículos apunta a dar rango 
legal -un trabajo necesario en los últimos años- al Registro Nacional de Cooperación Internacional, que tiene 
un trabajo muy importante de mapeo -que no existía en Uruguay-, a fin de tener claro cuánta cooperación, de 
qué tipo, de qué calidad y cómo se define esa cooperación que se recibe en Uruguay de distintas maneras y 
de distintas entidades. 


Voy a tomarme un minuto para hablar de algo que está vinculado con esto. Como todos ustedes saben, a nivel 
internacional, Uruguay está considerado como un país de renta media alta. Hace dos semanas, el Banco 
Mundial consideró a Uruguay y a Chile como los primeros países de América Latina, de clasificación de 
renta alta. Uruguay integra uno de los ocho países del proceso piloto de reforma de Naciones Unidas, en el 
ámbito del Grupo de las Naciones Unidas para el Desarrollo, que reúne las treinta y seis agencias vinculadas 
al desarrollo y la coordinación, cuya Presidenta es la señora Helen Clark, quien es, al mismo tiempo, la 
administradora del Programa de Naciones Unidas. El proceso terminó su fase piloto en la última Revisión 
Cuadrienal, que fue aprobada en octubre del año pasado, y las acciones derivadas de este plan tendrán su 
ratificación en la Asamblea General de Naciones Unidas que se iniciará en el mes de setiembre en la sede de 
Nueva York. 


En ese entendido, el debate que ha habido a nivel internacional con respecto a cuál es el rol de los países de 
renta media -y a no confundir que se mida el desarrollo de los países solamente con el índice del Producto 
Bruto Interno "per capita", que es una medida del crecimiento de la economía, pero no suficiente para evaluar 
los niveles de desarrollo-, ha llevado a que un país como Uruguay, más allá de ese debate, necesite tener una 
sistematización mayor -y ya ha comenzado-, no solamente de la cooperación que recibe, sino de la 
cooperación que tradicionalmente a nivel técnico da el Estado, a través de la Administración Central y de las 
empresas públicas. Se ha sistematizado esa cooperación, se ha hecho un trabajo muy fuerte para contar por 
primera vez con un manual de oferta de cooperación. Uruguay es el país sede del proyecto de cooperación de 
la Secretaría General Iberoamericana, es decir, toda la cooperación iberoamericana está coordinada desde 
Montevideo, con su sede en la AUCI. Este proyecto otorga potestades jurídicas, teniendo en cuenta algunas 
discusiones de competencia de jurisdicción que han plantado algunos de los aquí nombrados a la hora de ser 
coordinados y articulados por la Agencia Uruguaya de Cooperación Internacional, en cuanto a la recolección 
de los datos necesarios para tener el mapa completo. 


Por lo tanto, se trata de dar rango legal a una potestad que ya tiene la AUCI a nivel reglamentario. Ya está 
elaborado; solo se trata de darle una mayor certidumbre jurídica. 


El segundo elemento es la definición de los recursos, teniendo en cuenta la evolución que ha tenido la 
Agencia Uruguaya de Cooperación Internacional, creado por la norma presupuestal en el año 2010. En 
nuestra opinión, ha funcionado de manera correcta, con muy buenos resultados, y ha mejorado enormemente 
la articulación y la coordinación de la cooperación internacional, tanto en su recepción como en lo que el país 
debe dar hacia el futuro. La idea es clarificar los aspectos de esta cooperación, que mantiene el mismo 
esquema que tiene hoy. No hay una modificación de su estructura. Recordemos que es una agencia presidida 
por un delegado designado por el Presidente de la República, pero que cuenta con el Canciller de la 
República y con el Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto en su dirección. 


El artículo 34 establece la posibilidad de definir los ingresos claros para el manejo presupuestal de esta 
Agencia. 


El artículo 35 establece algo diferente, que es importante aclarar. El Fondo fue creado por el artículo 34 de la 
Ley N* 15.851, del año 1986. Quiere decir que no estamos innovando. Este Fondo Uruguayo de Cooperación 
Internacional era el antiguo Fondo Técnico de Cooperación Internacional, que fue modificado con la creación 
de la AUCI. Como ustedes recordarán, cuando se creó la AUCL, uno de los artículos establecía la 
modificación del nombre del Fondo. Lo único que se agrega es lo siguiente: "podrá recibir y administrar 
recursos externos provenientes de entidades nacionales o internacionales, destinados a proyectos específicos 
de cooperación internacional para el desarrollo". ¿Qué significa esto? Hasta ahora, este Fondo recibe 
proyectos y fondos de cooperación de contrapartes internacionales, por ejemplo, cualquier agencia de 
Naciones Unidas, la Secretaría General Iberoamericana, las agencias o instituciones de cooperación 
bilaterales de los países, como la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo -Aecid-, 
que tiene una presencia muy importante en Uruguay. Hago un paréntesis para comentar a los señores 
Diputados algo que me parece relevante como información, más allá de que no tenga directa relación con el 
tema que estamos tratando. Debido a la crisis, España recortó el 75% de su cooperación internacional. 
Particularmente, en América Latina recortó casi el 90% los aspectos operativos y las sedes de cooperación 
internacional. Ha cerrado oficinas en toda América Latina, inclusive, en Brasil. El único lugar en el que ha 
mantenido sus oficinas ha sido en Uruguay y ha reforzado como gestor para el resto de América Latina su 
sede en Montevideo. Es una decisión del Gobierno español y de la Agencia Española de Cooperación 
Internacional; esto tiene mucho que ver con la relación con la Agencia Uruguaya de Cooperación 


Internacional y la plataforma conjunta de trabajo y las tradicionales relaciones de España con Uruguay. Me 
parece importante destacar la información de que el año pasado España resolvió concentrar todos los 
aspectos de coordinación y dirección de su cooperación bilateral y regional desde la sede de Montevideo. 


Como Agencia Uruguaya de Cooperación Internacional hemos empezado a trabajar en lo que se llama la 
cooperación sur sur triangular. ¿Qué significa esto? Voy a poner el ejemplo de España, que es claro, porque 
quiere generar un proyecto de cooperación en otro país latinoamericano. En vez de generar un proyecto 
directamente de Aecid y aparecer como Aecid en el país equis -Paraguay, Bolivia; pongo los ejemplos que 
están en camino-, a nivel internacional existe la triangulación, que significa tener un socio de la región que 
pueda ejercer, en igualdad de condiciones, el diseño, el seguimiento, el monitoreo y la evaluación de ese 
proyecto. A nivel internacional está muy desarrollado el concepto de que por razones culturales y regionales, 
es mucho mejor tener socios regionales que puedan llevar adelante esa cooperación en países que ya tienen 
un deterioro a nivel de desarrollo medio, que le permita encarar esta tarea con cierta solidez y desarrollo 
institucionales. ¿Cómo se articula esto? Se articula con fondos y proyectos comunes, con contrapartes que, en 
lugar de ser para contrapartes nacionales, serían administrados a través del Fondo Uruguayo de Cooperación 
para proyectos que son de fuera del país, con definiciones que se toman desde la Agencia, integrada por el 
Ministerio de Relaciones Exteriores, en coordinación y articulación con la cooperación bilateral. Estamos 
dando el ejemplo de España, pero hay otros, como el de Naciones Unidas. El PNUD nos ha ofrecido 
proyectos de cooperación financiado por él, pero con la participación de la Agencia Uruguaya de 
Cooperación Internacional en la región. Es por eso que necesitamos la autorización legal, que hoy no existe, 
para poder recibir fondos de recursos externos provenientes de entidades nacionales destinados a proyectos 
específicos de cooperación internacional. No son fondos que se vayan a aplicar a nivel nacional. Son fondos 
que se coordinan aquí, como hace el PNUD y como hacen las agencias internacionales que coordinan 
distintos tipos de proyectos para otros países. Por primera vez Uruguay, a través de la Agencia Uruguaya de 
Cooperación Internacional, va a poder coordinar proyectos con fondos venidos del exterior, con fondos con 
contraparte de cooperación nacional, aportes técnicos generalmente, que van a financiar proyectos comunes 
en países elegidos con concordancia. Ese fue el fundamento de los tres artículos. 


SEÑOR GANDINI.- Quisiera detenerme en el artículo 34, particularmente sobre los recursos que se 
generan a partir del literal c), que dice: "Ingresos por la prestación de asesorías, consultorías y, en 
general, generados por la venta de bienes y servicios en el cumplimiento de sus competencias". 
Entonces, ¿la Agencia Uruguaya de Cooperación Internacional vende consultorías? ¿Hace consultorías 
con sus funcionarios que cobra a terceros y cuyos ingresos pasan a formar parte de los recursos de la 
Agencia? ¿Está en sus cometidos vender servicios y hacer asesorías y consultorías a terceros sin límite - 
podría ser a privados, a otros órganos del Estado o extranjeros, en tanto su especialidad tiene que ver 
con la cooperación-, cobrarlas y percibir esos recursos? ¿Son funcionarios los que hacen esa tarea? 
¿Perciben recursos extraordinarios por contratos suplementarios al hacer esas consultorías? La 
verdad es que me llamó un poco la atención que la Agencia tuviera esa función y percibiera recursos 
por venta de servicios de consultoría. 


SEÑOR CÁNEPA.- En primer lugar, a los efectos de clarificar el lenguaje, quiero decir que trajimos 
esta propuesta porque no se están haciendo consultorías ni asesorías ni se cobra por ninguno de los 
servicios que podría dar la Agencia Uruguaya de Cooperación Internacional, precisamente, porque no 
hay habilitación legal. O sea que, hasta hoy, eso no se ha hecho 


En la redacción original, el tema asesorías no aparece de una forma ideal, porque no es una consultora que va 
a vender asesorías. Eso hay que modificarlo, y lo comparto con el señor Diputado Gandini. Creo que no fue 
feliz la redacción. 


En ese sentido, la Agencia Uruguaya de Cooperación Internacional, y Uruguay en particular a través de ella, 
han generado un importante prestigio a nivel regional. Vuelvo a insistir en que no es casualidad que la 
Secretaría General Iberoamericana y todos los países decidan que el Fondo de Cooperación Iberoamericana 
sea gestionado a través de la Agencia Uruguaya de Cooperación Internacional, con la participación de todos 
los países miembros de la Segib, que es el órgano rector de este tema. Lo que sucede es que en el marco de la 
cooperación internacional, luego de haber sido país piloto del sistema de Naciones Unidas en la reforma - 
ahora somos parte de lo que se llama el grupo líder de la reforma, como lo definió Naciones Unidas hace 
unos pocos meses-, tenemos experiencia acumulada en la tarea, fundamentalmente, en la creación de la 


articulación transversal de la Agencia dentro del Estado. Además, tenemos un relacionamiento diferente con 
Naciones Unidas en relación a otros países. En este país el coordinador residente tiene una sola voz, un solo 
presupuesto. La Agencias tienen un solo diálogo con el Gobierno y se alinean a las prioridades nacionales, en 
un acuerdo marco que firma el Gobierno con el sistema, en el que se establecen las prioridades quinquenales 
en consonancia con las prioridades del Gobierno y en el que se definen las grandes líneas de acción, que 
permiten que los sistemas de cooperación estén al servicio de los intereses nacionales y no al revés: que los 
cooperantes, por sus capacidades técnicas, terminen definiendo o imponiendo necesidades o prioridades en el 
país. Eso se ha ido modificando. Por ejemplo, el Gobierno de la República Dominicana, a través de nuestro 
Embajador en Naciones Unidas, solicitó la posibilidad de conocer la experiencia y que técnicos uruguayos 
pudieran trabajar en cooperación con dicho país. Eso va a costo de Uruguay. Mandamos los técnicos de la 
Agencia, con equipos de trabajo de los distintos Ministerios, pero luego hay toda una tarea de trabajo, de 
elaboración que, más allá de la cooperación, hay que sustentarlo económicamente. Eso hoy no tiene un marco 
legal que permita resolverlo. Estamos dentro de las agencias internacionales de determinado nivel, que hacen 
este tipo de trabajos y de aportes. Esta no es una empresa para lucrar y ganar plata, sino para poder financiar 
los proyectos cuando los países nos piden este tipo de apoyos. Uruguay está llegando a un nivel de desarrollo 
medio que necesita mucha cooperación técnica para seguir mejorando la calidad de sus políticas públicas, 
pero que puede y debe comenzar a dar cooperación en otro nivel, porque tenemos un nivel de desarrollo 
relativamente mejor que el de varios países de América Latina, por lo que nos obliga a dar esa cooperación. 
No es una empresa para lucrar con el conocimiento, sino para poder generar esa relación, pero se tiene que 
establecer el pago de ese proyecto de apoyo y de ayuda. 


En el artículo se habla de venta de bienes y servicios. Quizá no sea la mejor redacción pero, al no tener 
autorización legal específica, desde AUCI no hemos podido acordar o financiar proyectos de cooperación que 
son pedidos por países. Una cosa es que exista un acuerdo para ir a cooperar por el pedido de un país en un 
determinado tema, para lo cual se ponen fondos internacionales gestionados por la Agencia. Ya existen esos 
fondos y se va a ese proyecto. Es distinto cuando un país solicita que la Agencia Uruguaya de Cooperación 
Internacional vaya a dar asesoramiento, a construir todo su relato y a ayudar, con técnicos, a generar, por 
ejemplo, una nueva Agencia, como el caso de República Dominicana o de El Salvador. Dicho país, en este 
momento firmó un acuerdo de cooperación y se integró al equipo de Reforma de Naciones Unidas. En ese 
sentido, solicitó al Gobierno uruguayo que brindara ayuda técnica para la construcción de su propia agencia, 
en este caso, receptora de cooperación. Sin duda, estamos hablando de ordenar la cooperación que muchas 
veces está desordenada. 


En realidad, el fundamento es encontrar el vehículo que en estas instancias bilaterales nos permita financiar, 
con el dinero de esos países, los proyectos. Hago esta aclaración porque actualmente no se cuenta con un 
marco legal que sustente esa posibilidad; lo único que se puede hacer es enviar técnicos que realicen el 
trabajo. De todos modos, dicha cooperación debe ser cuantificada, y así es entendido a nivel internacional. 


Reitero que la redacción no es feliz, pero también quiero aclarar que no existe la voluntad de vender 
asesorías. 


De todos modos, quiero comentar que muchos organismos públicos uruguayos cobran a otros organismos del 
país por los trabajos que realizan, y existe una habilitación legal al respecto. Sin embargo, eso no es lo que 
hace la Agencia; por definición, articula, coordina, planifica y define la política de cooperación, pero no 
vende sus servicios de asistencia. De hecho, la AUCI está liderando el proceso de fortalecimiento 
institucional de las Intendencias. En ese sentido, con la cooperación española y a través de la AUCI se firmó 
un acuerdo con el Congreso de Intendentes. Lo que hace la Agencia es concurrir a las Intendencias a generar 
las condiciones necesarias como para que exista un mejor trabajo profesional en la cooperación que 
normalmente llevan a cabo las Intendencias con sus contrapartes; nos referimos a ciudades, regiones o 
unidades político-administrativas del mismo nivel de Gobierno de otras partes del mundo. 


Este artículo, como dije, no está pensado para que la AUCI venda a la Intendencia el servicio de asesoría, 
porque esa es su función y su cometido; no tiene que venderlo, sino llevarlo a cabo. De todos modos, en el 
plano internacional la situación es distinta, porque necesitamos ese vehículo para llevar los proyectos 
adelante. Reitero que la redacción no fue feliz, ya que ese no fue el espíritu por el que se planteó esta 
propuesta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero adelantar a la delegación de la Presidencia de la República que vamos 
a empezar a votar el proyecto en Comisión el próximo martes. Por lo tanto, si se va a formular otra 
redacción, solicitamos que, a más tardar, se envíe el día lunes. 


SEÑOR GANDINI.- Quizás la redacción podría hacer referencia a ingresos por contraprestaciones 
procedentes de proyectos de cooperación en los que participe fuera del país. 


Creo que el término contraprestación es bastante más elegante que asesoría. Además, si se incluye la frase 
"fuera del país" se le puede poner un marco más apropiado y ajustado a la intención. 


En todo caso, podemos pasar la redacción por escrito a fin de que la delegación la pueda analizar más 
tranquilamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero insistir -teniendo en cuenta que somos muy prolijos y no nos gusta 
legislar en Sala-, en que nos gustaría contar con la nueva redacción el próximo martes, a fin de votar el 
artículo en Comisión. 


SEÑOR BEROIS.- Solo quiero dejar una constancia. 


En realidad, -esto ya lo he dicho en otras oportunidades-, la concentración de la información sobre este tipo 
de cooperación internacional en parte de la Presidencia de la República deja al Parlamento un poco afuera, ya 
que no existe la obligación de contestar los pedidos de informes ni de comparecer en Sala. Como dije, el 
Parlamento Nacional queda afuera de todo esto, y solo contamos con estas instancias para hablar sobre el 
tema. 


Quería dejar esta constancia sobre la forma en que se ha encarado la temática. 


SEÑOR CÁNEPA.- En ese sentido, quisiera decir que el Consejo Directivo de la AUCI estará integrado 
por el Canciller de la República, por lo que el Parlamento, a través de la Cancillería, puede realizar 
pedidos de informes sobre todas las actividades de cooperación internacional. 


Asimismo, los pedidos de informes -previstos en el artículo 118 de la Constitución- también se pueden 
solicitar a través del Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, ya que hay una ley específica que 
establece que esta Oficina tiene la obligación de responder a las solicitudes que realicen los legisladores. 


Por lo tanto, el control parlamentario sobre esta Agencia está garantizado por dos vías. 


SEÑOR GUERRERO.- El artículo 36 refiere al cambio de denominación de un cargo creado por el 
artículo 57 de la Ley N” 17.930. La nueva denominación será la de Secretario General Ejecutivo de la 
Unidad Nacional de Seguridad Vial, es decir, la Unasev. 


SEÑOR GANDINL.- Este artículo plantea un cambio de denominación de un cargo de confianza. 


En realidad, no hay un cambio de denominación, sino que se deroga un cargo de confianza y se crea otro. 
Digo esto porque el que se quiere cambiar es el cargo de Asesor en Comunicación Institucional de la 
Presidencia, del programa "Política de Gobierno", dependiente de la Unidad Ejecutora 001 "Presidencia de la 
República y Unidades Dependientes". Por lo tanto, su función parece clara, y es la de asesor en comunicación 
institucional. Sin embargo, a través de este artículo se transforma en Secretario General Ejecutivo de la 
Unasev, que es un órgano de otra integración, que tiene cometidos bien diferentes. 


Por lo tanto, si lo que se quiere, sin agregar más cargos de confianza, es generar un nuevo cargo ejecutivo en 
la Unasev, me parece que la redacción correcta sería: "Derógase el cargo de confianza 'Asesor de 
Comunicación Institucional de la Presidencia, y créase el cargo de 'Secretario General Ejecutivo de la 
Unidad Nacional de Seguridad Vial'", que es algo que ya hizo algún otro Ministerio en esta misma Rendición 
de Cuentas. De lo contrario, no me queda clara la intención; aunque sí está claro que no se trata meramente 
de un cambio de denominación. 


SEÑOR CÁNEPA.- El señor Diputado Gandini tiene mucha experiencia en redacciones de Rendiciones 
de Cuentas; yo solo he visto algunas. 


De todos modos, quiero decir que hicimos las consultas del caso. Además, este tipo de redacción es la que se 
utiliza para llevar a cabo esos cambios, ya que no es algo nuevo y se ha hecho innumerable cantidad de veces 
en los distintos Presupuestos que se aprobaron desde 1985. Esta es la fórmula típica que se utiliza cuando se 
suprime un cargo de confianza -tal como dijo claramente el señor Diputado Gandini- y con ese crédito 
presupuestal se crea otro. En realidad, se hace así porque no se genera una modificación del monto, lugar o 
escala, tal como establece la Ley N* 15.809. 


Como dije, lo único que se hace es destinar ese cargo a otra función, y la redacción que se utilizó es la misma 
que se empleó en muchas Rendiciones de Cuentas y Presupuestos. 


De todos modos, los aspectos técnicos de la redacción no los conozco, por lo que solicito que se le otorgue la 
palabra, de acuerdo a lo que disponga el señor Guerrero, a algunos de los técnicos de la Presidencia de la 
República. 


SEÑOR SERRA.- Este artículo se tomó como base de otras denominaciones que se han realizado, 
teniendo en cuenta que afecta el mismo programa y la unidad organizativa forma parte de la Unidad 
Ejecutora 001. Por eso, se buscó esta redacción. Si se entiende que hay que modificarla con el mismo 
fin, así se hará. Ahora bien, reitero que se buscó el mismo formato de otras leyes de Presupuestos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda claro que acá no hay una discrepancia sobre el fondo del tema, sino 
pura y exclusivamente respecto a la mejor forma de plasmar la técnica legislativa, pero el objetivo es el 
mismo. Por supuesto que analizaremos el punto en la Comisión. 


Continuamos con el análisis del articulado. 


SEÑOR DELPIAZZO.- Los artículos 37 y 38 surgen de las principales inquietudes que se han ido 
recabando de los distintos sectores involucrados, tanto de la sociedad civil como de los organismos en 
que hemos participado en sucesivas instancias de capacitación y talleres, en estos casi cinco años de 
vigencia de la ley de acceso a la información pública. Principalmente, apuntan a resolver determinadas 
situaciones que genera la clasificación de la información, que es uno de los tantos aspectos que regula 
la ley de acceso a la información pública y que, a criterio de la unidad, es el que ha generado mayores 
dificultades prácticas. 


En concreto, se presentan cuatro ajustes o mejoras a la ley de acceso a la información pública. En primer 
lugar, el artículo 37 introduce una causal de reserva de la información para contemplar situaciones que antes 
no estaban previstas en la ley. En concreto, se refiere a aquellas cuya divulgación pueda afectar 
procedimientos de control, de evaluación, de investigación o de deliberación de los organismos públicos, 
siempre hasta que sea adoptada la decisión definitiva. 


En segundo término, se propone dar rango legal a lo que denominamos la prueba de daño, que es una 
exigencia especial que debe verificar todo acto de clasificación de la información, explicitando claramente 
las razones que justifican la reserva y el interés público comprometido en caso de que la información se 
divulgue. 


En tercer lugar, se regula la oportunidad de la clasificación de la información como reservada. Aquí se quiere 
incluir la garantía para el ciudadano para que, en caso de que un organismo público clasifique como 
reservada una información, al momento en que este la solicite, dicha resolución sea comunicada 
inmediatamente a la Unidad de Acceso a la Información Pública para que pueda valorar si fue correctamente 
clasificada o no y, en este último caso, ordenar su desclasificación. Estas son las tres mejoras propuestas en el 
artículo 37. 


El cuarto ajuste se propone en el artículo 38, dotando a la Unidad de Acceso a la Información Pública de la 
potestad general de desclasificar información que haya sido clasificada por un organismo público, sin 
ajustarse a los criterios y supuestos que establece la ley. 


SEÑOR ABDALA.- Creo que la explicación que ha proporcionado el doctor Delpiazzo es clara en el 
sentido de cuáles son los ajustes normativos que aquí se están proyectando o promoviendo. Pero, 
francamente, desde el punto de vista de la conveniencia, de la oportunidad y de la valoración política - 
porque, obviamente, detrás de estas decisiones, siempre hay una decisión política que implica una 
valoración previa-, debo decir que estas normas no nos gustan: francamente nos generan bastante 
desconfianza 


Nosotros votamos la Ley de Acceso a la Información Pública -así se denominó- en el Período pasado. No 
obstante, debo decir que somos bastante críticos con relación a lo que ha sido su vigencia y aplicación. Si 
bien no podemos desconocer que han surgido beneficios desde el punto de vista del acceso ciudadano en 
determinadas circunstancias a cierta información de carácter público -en todo caso, lo que hace esta ley en 
ese sentido es facilitar al ciudadano el acceso a información a la que, en realidad, tiene derecho y, por lo 
tanto, el Estado o la Administración debería proporcionar-, nos preocupa todo este capítulo de excepciones y 
de declaratorias de reservas o confidencialidad, en el marco de los artículos 9” y 10” de la Ley N” 18.381. A 
nuestro juicio, a la luz de lo que ha sido su aplicación por parte de varios organismos públicos, estos artículos 
eventualmente pueden haber conducido a que primara la excepción sobre la regla en muchas circunstancias 


Lamentablemente, tenemos ejemplos bastante desagradables -diría- a lo largo de todos estos años de vigencia 
de la norma y voy a citar solo el del Ministerio del Interior. Nosotros hemos debatido intensamente al 
respecto con el Ministro Bonomi en el ámbito de la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General 
y Administración y, francamente, nos parece que la posición del Ministerio del Interior con respecto a la 
aplicación de esta ley es, por lo menos, frágil, para decir lo menos y para no ingresar en calificativos que 
eventualmente puedan ser inconvenientes en esta instancia. Pero si bien aquí se establece la declaración de 
reserva y confidencialidad como una excepción, como lo es, no se pueden analizar o aplicar los artículos 9% o 
10* si no es a la luz o con los límites que establece el artículo 8, que muchas veces la Administración se 
saltea, yo no sé si por inadvertencia o deliberadamente. El artículo 8” dice que la declaración de 
confidencialidad o de reserva es de interpretación estricta; y obviamente debe serlo porque, de lo contrario, 
las excepciones se convierten en regla. El Ministerio del Interior, al presunto amparo de estas disposiciones - 
lo cito como ejemplo, porque tiene que ver con el tema- dictó ocho resoluciones de carácter interno, según las 
cuales prácticamente toda la competencia ministerial quedó bajo el manto de la reserva o de la 
confidencialidad y, por lo tanto se salteó una regla sin duda fundamental que es la del artículo 8”: la del 
carácter estricto que debe tener esa declaración. Y no es el único ejemplo; también podría mencionar el de la 
Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios que, si bien es paraestatal, la 
Administración o el Gobierno tienen una responsabilidad compartida porque, como todos sabemos, en el 
Directorio de ese organismo hay dos delegados del Poder Ejecutivo. Allí pasó lo mismo: para impedir el 
acceso de los afiliados activos o pasivos a la información de la propia Caja, se utilizó el expediente o la 
alternativa de los artículos 9 y 10%, con tal generalidad que creo que, notoriamente, estamos frente a 
situaciones de desborde legal y yo diría de manifiesta ilegalidad. 


Introducir ahora esto en la Rendición de Cuentas -que desde mi punto de vista no es más que una ampliación 
del riesgo de lo que notoriamente ya ha ocurrido en varios ámbitos de la Administración- es francamente 
inconveniente. 


Por otra parte, no entiendo muy bien -y por lo tanto quiero preguntar- cuál es el propósito que persigue este 
proyectado literal g), porque aquí estamos frente a un planteamiento de enorme laxitud. Acá se habla de 
procedimientos de control, evaluación, investigación y deliberación previos a la decisión que adopte la 
Administración sobre el tema que sea. ¿Eso qué quiere decir? ¿Que debe haber un secreto absoluto con 
relación a todo el proceso de análisis, deliberación o preparación de un acto administrativo cuando a la 
Administración se le ocurra? Si es así, francamente me parece que es altamente inconveniente. 


Por otra parte, creo que se agrava la preocupación que nosotros tenemos cuando se dice que la 
Administración va a poder ejercer esa facultad en cualquier momento o cuando le pidan la información. 
Entonces, cuando un particular o administrado diga: "Me interesa saber qué está pasando en la 
Administración con relación a determinado tema", ahí declaramos la reserva, la confidencialidad y no 
podemos darle información porque venimos a darnos cuenta de que no nos conviene o que incomoda a la 
Administración con relación a actuaciones que por definición son públicas. El señor Delpiazzo decía que ya 
llevamos cinco años de implementación y aplicación de esta norma, y es verdad, pero me pregunto si no es 
tiempo de plantearnos un debate serio y profundo con relación a los alcances que tiene, porque me da la 


impresión de que, en los hechos, lo que ha venido a darse es que en nombre de la transparencia, de darle a los 
ciudadanos y a los administrados todas las posibilidades, procedimientos y facultades a fin de que puedan 
acceder a toda la información que sea de interés público o particular del que la pide, terminamos generando 
una ingeniería jurídica tal que termina otorgando potestades a la Administración para que no sea transparente 
O para que, cuando se le ocurra, actúe con el mayor de los secretismos. Lo que estoy diciendo no es 
especulación; he mencionado dos ejemplos concretos que están vigentes y seguramente podrán mencionarse 
otros. 


Creo que la garantía de que en tal caso se dará noticia de esto a la Unidad de Acceso a la Información Pública 
es una garantía supuesta, porque entre otras cosas deberíamos reflexionar acerca de si es razonable que esta 
Unidad, que se supone es la entidad reguladora que debe velar por el cumplimiento de la ley con total 
independencia de las partes intervinientes, es decir de los administrados y de la propia Administración, esté 
enquistada en la Presidencia de la República dependiendo de un órgano desconcentrado que, a su vez, 
depende de la Secretaría de la Presidencia: la Agencia de Gobierno Electrónico. Creo que deberíamos revisar 
eso, porque por otra parte, como decía hace un rato el señor Diputado Berois con relación a otro tema, la 
Presidencia de la República es un órgano de competencia cerrada y, por lo tanto, todo lo que allí suceda con 
relación a la aplicación de esta ley es materia que está vedada al control parlamentario y a la intervención del 
Poder Legislativo. 


Por todo esto, nosotros seguramente vamos a votar en contra -todavía no lo hemos hablado con los 
compañeros- porque nos parece que es un muy mal camino el que se está siguiendo con relación a estas 
disposiciones. Por otra parte, hay antecedentes en anteriores Rendiciones de Cuentas que indican que la 
Administración avanzó en el camino de las excepciones. Supongo que habrán considerado que la 
transparencia quedó resuelta en el año 2008 con la aplicación de la ley, pero en los últimos tiempos de lo 
único que se ha sabido es de aumentar las hipótesis, las potestades o las atribuciones de la Administración 
para cerrar el paso de los administrados cuando piden información. Recientemente, en una Rendición de 
Cuentas, se le otorgaron a la Unidad de Acceso a la Información potestades equivalentes a las que tienen los 
Jueces cuando intervienen en el marco de sus competencias. Eso pertenece a un debate de una instancia 
anterior pero lo traigo a colación porque indica claramente que este camino de profundización es peligroso en 
cuanto a las excepciones y limitaciones a la información. 


SEÑOR BEROIS.- No voy a agregar mucho más a lo que dijo el señor Diputado Abdala. Yo puedo 
entender que la información en algunos casos debe ser reservada por el interés general que está por 
sobre el interés particular, pero el tercer inciso del literal g) suena espantoso, no solamente porque dice 
que la información podrá clasificarse como reservada sino porque puede considerarse como tal en el 
momento en que se recibe la solicitud. Ese es un agravante que no entendemos y hacia allí va nuestra 
pregunta. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Berois) 


SEÑOR GAMOU.- Con respecto a estos artículos quiero hacer dos o tres referencias. En primer lugar, 
la más sencilla. Estoy absolutamente de acuerdo con este artículo pero creo que por un tema de técnica 
legislativa deberíamos cambiar su redacción. Yo estaría planteando que en lugar de dejarlo redactado 
tal como está, de acuerdo al asesoramiento que me dio Secretaría y tomando en cuenta la teleología del 
artículo, se redacte de la siguiente manera: "desclasificar la información que un sujeto obligado 
hubiere clasificado sin ajustarse a los criterios establecidos en la presente ley". Digo esto porque 
quizás, con la redacción con que nos llegó, se puede interpretar con un sentido absolutamente distinto 
al que pretende tener este artículo. 


En segundo término, considero que acá tenemos un gran problema. Soy de los que creen que este siglo en el 
que estamos entrando es el de los derechos civiles de cuarta generación, como por ejemplo el derecho a la 
privacidad. La humanidad va a pelear cada vez más por ese derecho, y me parece que está muy bien que lo 
haga, pero tampoco podemos dejar al Estado con las manos atadas. A mí me preocupa -lo he de manifestar 
acá- que muchas veces, cuando discutimos en Comisiones parlamentarias la situación de empresas públicas 
que compiten en el mercado -lo conversábamos ayer con el señor Diputado Sánchez-, terminamos sin 
quererlo deschavando las políticas de marketing estratégico porque manejamos cifras y un montón de cosas 
más. Yo no tengo posibilidad de saber cuánto invierte una empresa privada de telefonía móvil en marketing, 


propaganda, etcétera; sin embargo, acá a veces se habla de las políticas de propaganda de marketing 
estratégico que hacen empresas del Estado que están en competencia con otras. Por lo tanto, estando de 
acuerdo con este artículo, creo que hay que modificar su redacción. Asimismo, debemos insistir en que 
cuando se trata de empresas públicas que están en competencia es necesario hacer aún más excepciones. En 
ese sentido, invito a mi bancada a que, en base a una redacción que ayer me mostró el señor Diputado 
Sánchez, preservemos la posibilidad de que nuestras empresas públicas puedan competir en condiciones no 
ya de igualdad sino de no menoscabo de las competencias que tienen. Era eso lo que quería decir y con 
mucho gusto voy a acercar la redacción que me facilitó la Secretaría a efectos de mejorar la redacción de este 
artículo. 


Adelanto que quizás el Frente Amplio presente otro artículo para defender a aquellas empresas que están en 
competencia para que no tengan que venir a las Comisiones parlamentarias a hacer una especie de 
"striptease". 


SEÑOR DELPIAZZO.- Agradezco la posibilidad de explicar estas cosas, que resultan de ver el 
funcionamiento de la ley durante estos años y de recabar las principales inquietudes, comprobando los 
problemas prácticos que se generaron. La idea es lograr mejoras que redunden en una tutela más 
efectiva del derecho de acceso a la información pública. Desde la Unidad de Acceso tenemos la 
convicción de que son mejoras, de que no son retrocesos, y quiero explicar por qué. 


En cuanto a la interpretación restrictiva que debe tener toda excepción a un derecho fundamental -estamos 
cien por cien de acuerdo con los comentarios del señor Diputado Abdala-, la ley lo dice expresamente; se 
trata de una regla general que debe regir aun cuando no lo establezca la norma. En definitiva, estos cambios 
introducen mecanismos que también apuntan a esa dirección como, por ejemplo, establecer con rango legal la 
prueba de daño -puesto que es una exigencia especial que debe verificar todo acto de clasificación- y también 
la de dotar a la Unidad de Acceso de la posibilidad de desclasificar, si se hizo mal. 


Otro punto refiere a las resoluciones de clasificación genérica. Desde la Unidad de Acceso, hemos estado 
permanentemente en contra de esa práctica, y lo hemos sostenido en sucesivas resoluciones. Además, por ese 
problema práctico verificado, introdujimos algún ajuste. 


Al aclarar que la clasificación de la información se puede hacer antes o en el momento de recibir una 
solicitud, se procura precisar este aspecto y eliminar el pánico que se había generado por posiciones sin 
sustento legal -según la Unidad de Acceso- que entendían que lo que no estaba clasificado a los cuatro años 
de la ley, quedaba abierto. Nosotros creemos que esa no es una posición razonable y que, en definitiva, 
generó pánico a los organismos que a los cuatro años de la ley empezaron a dictar resoluciones genéricas de 
clasificación porque era una misión imposible empezar a rever expediente por expediente y documento por 
documento para saber qué podía o no ser reservado. A su vez, con ese cambio se procura sanear esa situación. 
Se pretende que el organismo tenga la tranquilidad de poder analizar un pedido de acceso, contestarlo y 
entregar la información cuando haya que hacerlo, clasificándola de acuerdo con los criterios de la ley, cuando 
el documento contiene información que merece protección. 


Por otro lado, no se está ampliando el riesgo ni facultando al Estado a no dar información que debe brindarse; 
solo se procura dar las herramientas para que el Estado pueda clasificar la información adecuadamente. Lo 
que es público, es público; lo que merece protección, habrá herramientas para que pueda ser clasificado. En 
este sentido, también enmarco la nueva excepción. No se trata de dar una nueva herramienta al Estado para 
que oculte información. Se busca prever un supuesto que no estaba en la ley, y que es necesario, a criterio de 
la Unidad de Acceso. Me refiero a investigaciones administrativas, sumarios administrativos, procedimientos 
de control del Tribunal de Cuentas, auditorías, procedimientos deliberativos, etcétera. No se inventó nada; 
esta excepción está en las principales legislaciones de acceso a la información pública del mundo. Hay 
muchísimos criterios y estándares internacionales en los que se ha avanzado para acotar la aplicación de esta 
excepción. Nosotros -yendo más allá de lo que establecen otras legislaciones- lo limitamos hasta que se tome 
la decisión. Entendemos que una vez que se tome la decisión -a criterio de la Unidad de Acceso-, las 
actuaciones deben quedar públicas. Sin embargo, el fundamento de la excepción es evitar que se dañe la 
calidad de la decisión o el proceso deliberativo del Estado; no es cualquier documento previo a una decisión. 


A nuestro criterio, deben cumplirse tres límites. Uno objetivo, que refiere al tratamiento de la información 
que puede afectar este tipo de procedimientos; otro temporal, que tiene que ver con el momento de tomar la 


decisión, y otro formal, que es el de la prueba del daño, es decir, no se puede clasificar sin justificarse las 
razones. 


Solo me resta pronunciarme respecto a la independencia con la que actúa la Unidad de Acceso a la 
Información Pública. Sin perjuicio de la ubicación institucional, me interesa dejar constancia de que se actúa 
con total autonomía técnica -como establece la ley- y que todas las resoluciones y dictámenes de la Unidad 
están publicadas en el sitio web; basta verlos para saber cuáles son los criterios que se sostuvieron 
permanentemente. 


SEÑOR ABDALA.- Agradezco al doctor Delpiazzo su intervención porque demuestra un gran rigor 
técnico en el análisis y en la fundamentación de estas propuestas, además de una gran honestidad 
intelectual. Y al hablar de la honestidad intelectual, aprovecho para despejar un aspecto. Acá no hay el 
más mínimo cuestionamiento ni señalamiento con relación a la idoneidad ética de los que integran la 
Unidad de Acceso a la Información Pública; sería temerario de mi parte ponerla en entredicho. Mi 
referencia tuvo que ver estrictamente con lo institucional porque, como todos sabemos -más allá de la 
probidad de los hombres-, las resoluciones institucionales terminan incidiendo en que los resultados a 
la hora de la aplicación de determinado instrumento sean tales o cuales. Desde ese punto de vista, me 
parece claro que un cuchillo puede servir para cortar la comida o para matar. 


Entonces, a la hora de plantearnos estos ajustes de carácter normativo con relación a una ley que por todo lo 
que aquí se ha debatido me parece que por definición es polémica o controversial, previamente, deberíamos 
hacer un análisis de carácter un poco más profundo. El doctor Delpiazzo -integrante de la Unidad de Acceso 
a la Información- acaba de reconocer lo que afirmamos hace un rato. Por razones que se podrán justificar y 
que tendrán que ver -como creo que él lo insinuó- con la circunstancia de que se estableciera un plazo -que 
fue prorrogado legalmente- para que los distintos organismos pudieran declarar la reserva o la 
confidencialidad, el hecho es que se incurrió en esas situaciones de clasificación genérica; y ese no es un dato 
para nada menor. 


El hecho de que los organismos públicos -cualquiera sean- utilicen genéricamente -en forma hasta 
indiscriminada- estas herramientas de carácter jurídico, puede incidir en una cuestión de derechos 
individuales y en el propio derecho del acceso a la información que, como se supone, es el que está en el 
origen de la sanción de esta ley. Esto es un poco como aquello de que a Dios rogando pero con el mazo 
dando. Por un lado, postulamos el acceso a la información como un derecho humano pero, por el otro, nos 
encontramos con una serie de situaciones no deseadas -inclusive, para la propia entidad reguladora- que 
venimos a caer en la cuenta de que efectivamente acontecen y que están planteadas. 


Por lo tanto -a esta altura-, seríamos partidarios de darnos el espacio y el tiempo necesarios para repensar 
todo esto. Acá no está en juego solo el interés de una empresa pública en competencia -lo que implicaría otro 
debate, que es el régimen jurídico de las empresas públicas y ya no solo el régimen jurídico con relación al 
acceso a la información-, sino si está bien que el Ministerio del Interior declare como reservada toda la 
información que maneja la División Asuntos Internos, entre otros ejemplos que podrían darse. 


SEÑOR LONGO.- La Ursea está presentando los artículos 39, 40, 41 y 42. 


El artículo 39 propone un mero cambio de denominación de lo que es hoy la Comisión Directiva, 
adecuándola a la realidad de las empresas reguladas. También estamos trabajando la futura reestructura de la 
Unidad para su mejor funcionamiento. 


En los artículos 40, 41 y 42 planteamos adecuar a la realidad actual el marco sancionatorio de la Unidad 
Reguladora de Servicios de Energía y Agua, tratando de armonizar y unificar las normas sancionatorias a los 
efectos de que, tanto los administrados como las empresas que la Unidad regula, tengan claramente 
establecido el marco específico al que deben atenerse, generando mayor transparencia. 


SEÑOR PASTORÍN.- A través del artículo 43 se propone autorizar a abonar a los edecanes la 
compensación prevista en el artículo 114 de a Ley_N” 18.172. La idea es dejar en igualdad de 
condiciones a todos los militares que trabajan en la escolta presidencial, dejando sin efecto 
compensación que hoy perciben, que viene de otra entidad. 


SEÑOR CALZADA.- Los artículos 44, 45 y 46 están referidos a la Junta Nacional de Drogas y hacen 
referencia al Fondo de Bienes Decomisados, creado en la Rendición de Cuentas de 2005 -tienen que ver 
con aspectos operativos de este organismo-, al que se le hicieron dos modificaciones en los años 2006 y 
2008. 


El artículo 44 define que la Junta Nacional de Drogas podrá "[...]comparecer, en cualquier etapa del proceso, 
en los juicios que promuevan los acreedores contra los bienes incautados [...]". 


Cuando existen acreedores hipotecarios sobre inmuebles que son embargados en causas de los delitos 
previstos en la Ley N* 14.292 y en la Ley N”* 18.494, si no se abona en tiempo y en forma el saldo del precio 
garantido, con la hipoteca comienzan a correr los intereses moratorios, multas, plazos penales y, 
eventualmente, costas y costos. Este hecho incrementa notablemente los montos originales adeudados 
determinando que cuando el bien finalmente se decomisa a favor de la Junta Nacional de Drogas, el acreedor 
hipotecario -generalmente sin oposición o litigio-, ejecuta el bien a su favor, no quedando saldo a favor del 
Estado. Si bien a la Junta Nacional de Drogas se le otorga la legitimación activa para intervenir en dicho 
procedimiento, podrá controlar, negociar o controvertir, si fuera necesario, lo no ajustado a derecho. 


El artículo 45 tiene que ver con el fallecimiento de un procesado, en virtud de que no existe previsión legal 
para estos casos. En el mismo sentido en que el legislador previó el decomiso de pleno derecho en el 
artículo 63.4 de la Ley N” 18.494, considerando que se dan hipótesis que habilitan la confiscación aunque no 
exista sentencia, sería conveniente incorporar una previsión similar a la solución de derecho comparado en 
Argentina -artículo 6” de la Ley N* 26.683 de ese país. 


En el artículo 46, se propone agregar ese inciso en virtud de que existen bienes como las aeronaves o 
embarcaciones que requieren para su mejor conservación y mantenimiento su utilización regular y de que en 
la actualidad no existe norma legal que habilite a los Jueces competentes a otorgarla; tampoco el instituto del 
depósito o secuestro habilita este extremo. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Gamou) 


SEÑOR GANDINI.- No me ofrecen dudas ni reparos estos artículos, pero frente al análisis del 
presupuesto proyectado para la Junta Nacional de Drogas, que es a lo que el articulado refiere, y, en 
tanto no prevé ningún tipo de recursos para poner en marcha el proyecto de ley que se aprobó en esta 
Cámara hace dos días que regula la comercialización y producción de cannabis, por la que se crea un 
instituto nuevo -con abundantes cometidos de organización de registros, promoción, difusión y, sobre 
todo, fiscalización en todo el país-, me gustaría saber cómo se piensa llevar a cabo. 


Recién comparecieron las autoridades de la Oficina Nacional del Servicio Civil y nos confirmaban que el 
Estado no tiene posibilidad, dentro del marco constitucional vigente, de crear cargos luego del 28 de febrero 
del próximo año. Por lo tanto, dado que la creación de cargos refiere a leyes presupuestales y en este proyecto 
nada de ello figura, tampoco podrán hacerlo. Además de los cargos, sería necesario habilitar los créditos -que 
aquí no están- para dotarlos de recursos y financiarlos. En este proyecto de ley de Rendición de Cuentas no 
hay recursos para el funcionamiento de ese instituto, solicitud de creación de cargos, ni ninguna previsión de 
esa naturaleza. Por lo tanto -según entiendo-, lo que quedó aprobado con media sanción en la Cámara de 
Diputados fue un organismo con una cabeza pero sin cuerpo, con muchas funciones y atribuciones que no 
tiene cómo ejecutarlas. Supongo que el Poder Ejecutivo tendrá pensado cómo lo va a hacer, por lo que nos 
gustaría conocer los planes al respecto. 


SEÑOR CÁNEPA.- En primer lugar, todavía no ha culminado el proceso legislativo del tratamiento del 
referido proyecto de ley; veremos el diseño final que tendrá en virtud de que todavía debe pasar por la 
Cámara de Senadores. 


En segundo término, quisiera explicar -viene a colación de lo que decía el señor Diputado- algo que también 
se planteó en el debate -aclaro que no pude asistir a toda la sesión- quizás por falta de información o 
desconocimiento de algunos temas. 


En Uruguay ya existe un Fondo de Bienes Decomisados desde 2005, que fue creado por el artículo 68 de la 
Ley de Presupuesto de ese año. O sea que en el Presupuesto del primer Gobierno del Frente Amplio se creó 
algo que no existía con anterioridad, un Fondo de Bienes Decomisados, para utilizar en políticas de 
prevención, educación y apoyo a la represión del narcotráfico los fondos que se decomisaran fruto de las 
operaciones en contra del narcotráfico. Dicho Fondo fue actualizado por el artículo 125 de la Rendición de 
Cuentas de 2006 y por la Rendición de Cuentas del año 2008. Entre sus potestades, se establece -cuando se 
rematan sus bienes y se hacen efectivos los dineros- la de apoyar distintos proyectos o instituciones que estén 
vinculados a los cometidos de la política general de drogas. 


El Secretario General les hará llegar los números del Fondo de Bienes Decomisados -no los tengo acá-, los 
montos que tiene y los que tendrá, porque hay procesos judiciales en curso que involucran bienes que irán 
para este Fondo. Además, esos bienes, luego, sufren un proceso: algunos se dan a determinadas instituciones, 
van a la Policía o a los organismos de contralor -avionetas, autos, que están en condiciones- y otros se 
rematan públicamente para distribuir el dinero entre las organizaciones que hacen prevención, educación y 
asistencia a las adicciones de las drogas o dárselo a quienes están en la tarea de la represión del narcotráfico. 
De acuerdo con la información que tenemos sobre lo que ha ingresado y lo que ingresará al Fondo, hay 
dinero suficiente para financiar la primera etapa de este desarrollo. 


Ahora bien: el diseño institucional final no está terminado y hay posibilidades dentro de las competencias 
actuales de la Junta Nacional de Drogas y a través de este Fondo de Bienes Decomisados. No es la primera 
vez que se crea una institución previamente a las etapas presupuestales. En ese caso, se le da un 
funcionamiento hasta que venga la etapa presupuestal definitiva. Quien asuma el próximo Gobierno -sea 
quien sea- tendrá la oportunidad de reordenar toda esta temática en el Presupuesto Nacional. 


Por lo tanto, la finalidad del Fondo de Bienes Decomisados, tal como existe hoy -con las modificaciones que 
se plantearon, por aspectos jurídicos, ya que había necesidad de clarificar algunos de los problemas que se 
han generado básicamente en la participación de la Junta a través del Fondo en los distintos procedimientos 
legales-, es la que está prevista originalmente y encuadra perfectamente dentro de las potestades que se 
establecen en la ley para el financiamiento de las instituciones que están cumpliendo con los cometidos 
mencionados. 


SEÑOR GANDINLI.- No tengo acá la norma. Quisiera saber si el Fondo de Bienes Decomisados permite 
destinar recursos a retribuciones personales. No recuerdo que así sea, pero quizás se previó de esa 
forma en la norma original. 


Asimismo, me gustaría saber si es un Fondo que tiene recursos regulares, porque lo que todos sabemos es que 
son recursos que varían y con eso se debería atender un presupuesto corriente. Es decir, se atendería con un 
ingreso inconstante e irregular un costo corriente y regular, como es el de las retribuciones personales, las 
cargas sociales, en fin, el funcionamiento de un organismo nuevo que no estaba previsto. 


Por otra parte, tengo diferencias en cuanto a que se puedan crear cargos fuera de leyes presupuestales. 
Recuerdo alguna ley donde autorizamos pases en comisión extraordinarios -la del Mides-, pero no recuerdo 
que haya autorización constitucional para crear cargos fuera de una ley presupuestal o de tipo presupuestal, 
como es la Rendición de Cuentas. Y si no se hace en esta Rendición de Cuentas, para la creación de cargos -y, 
por lo tanto, para tener un diseño institucional regulado formalmente-, se deberá esperar a la aprobación y 
entrada en vigencia de la próxima Ley de Presupuesto Nacional, que será a partir del 1* de enero de 2016. 


Por eso dije en Sala que tenía fuertes dudas de que este instituto pudiera cumplir su cometido ciento veinte 
días después de aprobarse -tal cual establece la norma-, dado que no tendrá las posibilidades y los recursos a 
su alcance para desarrollar las tareas que se le encomiendan, en particular la de fiscalizar las excepciones al 
delito, porque continúan siendo delito las conductas que hoy lo son, excepto que se adquiera la marihuana en 
las condiciones que se establecen, en los establecimientos indicados, controlados y registrados, por aquellas 
personas controladas y registradas, o se desarrolle el cultivo individual o en clubes de membresía, lo cual 
tiene que ser fiscalizado en todo el país. Me da la impresión de que eso requiere una dotación de personal 
importante; no es cualquiera que puede distinguir una cosa de otra. Y si la ley se aprueba, obviamente, el 
Poder Ejecutivo tomará los recaudos para que se haga el contralor y la fiscalización con toda la seriedad del 
caso, porque el apartamiento constituiría delito y no controlar el delito constituiría una omisión imperdonable 
para la sociedad y el Estado. Entonces, no veo cómo se puede montar y financiar esa estructura con un Fondo 


que fue previsto para otras cosas y, mucho menos, comparto que se puedan crear cargos fuera de una ley 
presupuestal. Eventualmente, podemos consultar a la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece que para tratar este tema, sería mejor convocar a una comisión 
especializada. 


Quiero recordar a mis queridos colegas que, luego de escuchar a la Presidencia, recibiremos delegaciones y 
como aún nos quedan unos cuantos artículos, solicito que sean lo más breves posible. 


SEÑOR CÁNEPA.- Quiero dejar algunas constancias, ya que entiendo que las versiones taquigráficas 
en las Comisiones son muy importantes. 


En ningún momento transmitimos que había experiencia de creaciones de cargos fuera de las normas 
presupuestales -si eso se desprendió de mis palabras, debo haberme expresado muy mal-, no solo porque no 
debe hacerse así, sino porque no ha sido la política en los últimos años. Lo que sí he dicho -voy a contestar 
una pregunta- es que el Fondo de Bienes Decomisados -tengo acá un decreto reglamentario de la ley- 
funciona mediante convenios con las instituciones, a través de los cuales se les transfieren fondos y se 
establecen determinadas pautas, objetivos, metas y cumplimientos. Pero ¿cómo funcionan otros organismos 
que todavía no tienen un diseño porque tienen que crecer institucionalmente? Hay mecanismos de 
redistribución; hay mecanismos previstos para asignar con contratos de obra; existen otros tipos de 
mecanismos para empezar ese trabajo. El problema era el financiamiento. Lo que dije fue que, si se aprobaba 
la norma, dado que no se había votado en el Presupuesto la generación de un presupuesto específico, estaba 
previsto el financiamiento de esta institución hasta el Presupuesto Nacional del año 2015 y que el nuevo 
Gobierno debería resolver cómo se trataría este tema a partir de 2016; pero el financiamiento está. 


En segundo lugar, no quiero entrar en el debate de la iniciativa, pero voy a dejar una constancia. La función 
de represión del delito es del Ministerio del Interior a través de la Policía Nacional. No depende de un 
instituto creado en la norma que regula el mercado de cannabis; allí no hay funciones de fiscalización del 
delito. 


(Interrupción del señor Representante Gandini) 


Lo que puede haber es la función de contralor a través de los organismos correspondientes del Estado, 
como la Policía Nacional. No se puede generar otro instituto que reprima el delito que no sean la Policía 
Nacional o los organismos vinculados a reprimir el delito junto a ella. 


Simplemente, quería dejar esa constancia, reitero, sin ánimo de entrar en el debate de fondo. Si no existe, 
habrá que modificarlo en la ley, porque no es una función que deban cumplir institutos de estas 
características. 


(Diálogos) 
SEÑOR GANDINL.- También quiero dejar una constancia. 


La iniciativa atribuye al Incra la función de fiscalizar. 


Es claro que el INAU no reprime el delito, pero controla que en los establecimientos donde se expende 
alcohol no se venda a menores. Luego, si corresponde, hace la denuncia. El INAU también controla, tiene 
funciones y debe denunciar si detecta prostitución infantil. Después, va la Policía. 


En este caso, será el Incra quien controle a las farmacias. Además, en base a un registro, controlará la 
cantidad de plantas. El que controlará que si está autorizado a tener noventa y nueve no tenga ciento cuarenta, 
será el Incra, y hará la denuncia si corresponde. Ahora, ¿con quién controlará? ¿O es la Policía la que va a 
estar capacitada para controlar y para acceder al registro a fin de determinar si puede tener seis, cuarenta y 
cinco o noventa y nueve plantas? Es el Incra. Para hacerlo deberá formar un cuerpo inspectivo sólido, 
preparado y en todo el país, porque se establece que debe cumplir esa función en todas las poblaciones. 


Esta también es una constancia, sin ánimo de entrar en debate. Yo ya me di cuenta de que esto es una cosa 
que, a la criolla, podría decirse " se verá después". Una vez que se apruebe, se verá. 


SEÑOR CÁNEPA.- No se verá después. Acabo de dar la respuesta: está previsto y establecido. 


El señor Diputado dijo algo previamente, y ahora cambió. Había dicho -yo quería corregirlo; figura en la 
versión taquigráfica; se puede leer-, que el Incra iba a estar reprimiendo y generando el control del delito que 
quedaba vigente en la ley de marihuana. 


La fiscalización es un cuerpo inspectivo a través de otro cuerpo inspectivo ya existente. Los hay en Salud 
Pública. Se agregan controles a las farmacias. Pero esto no es materia de esta Comisión. 


Entonces, se puede quedar tranquilo de que, en caso de que este proyecto de ley se apruebe en el Senado de 
la República -y el Parlamento le dé definitiva sanción-, esto está totalmente previsto y coordinado 


A continuación me voy a referir al artículo 47. 


En vistas del trabajo de coordinación de la Secretaría Nacional Antilavado de Activos y del liderazgo del 
grupo interdisciplinario -esto fue acordado con todos los organismos que allí trabajan-, en el artículo 47 se 
establece que tenga las potestades previstas en el artículo 5 de la Ley N* 17.835. El artículo 5* de dicha ley 
da a la Unidad de Información y Análisis Financiero, que depende del Banco Central, la facultad "para 
solicitar informes, antecedentes y todo elemento que estime útil para el cumplimiento de sus funciones, a los 
obligados por esta ley y a todos los organismos públicos, los que se encontrarán obligados a proporcionarlos 
dentro del término fijado por la Unidad" -en este caso sería la Secretaría Nacional Antilavado de Activos- "no 
siéndole oponibles a ésta disposiciones vinculadas al secreto o la reserva". 


Se propone equiparar estas potestades a la Secretaría Nacional Antilavado de Activos -que ha realizado varios 
intercambios con el Parlamento a través de la Comisión Especial vinculada al lavado de activos-, para que 
pueda profundizar y fortalecer su trabajo. 


SEÑOR LOMBIDE.- El artículo 48 tiene que ver con a la Tasa de Control del Marco Regulatorio de 
Comunicaciones que, como ustedes deben saber, grava con un tres por mil la facturación de todos los 
operadores de telecomunicaciones. 


Tenemos una gran dificultad con las empresas de comunicación satelitales -o sea, con los dueños de los 
satélites-, que no ha sido subsanada. 


En primer lugar, existe una doble tributación. A nivel nacional se grava a quienes bajan las señales, por 
ejemplo, a las empresas de televisión por cable. Ellas están pagando ese tributo. Al cobrárselo también a los 
satélites, estamos duplicando la tributación. 


En segundo término, existe una dificultad fáctica. Los satélites, en general, tienen que ver con más de una 
nación. Por ejemplo, la empresa HBO contrata un espacio para trasmitir vía satélite, pero para toda 
Latinoamérica. Entonces, es imposible distinguir qué parte es la que le corresponde a Uruguay. 


En tercer lugar, hay otra razón fáctica: no podemos cobrar, porque todas las empresas de satélites han 
entablado juicios y se niegan a pagar por las razones antedichas. 


Luego de estudiar el tema nuestros asesores jurídicos entendieron que corresponde exonerar a esas empresas 
satelitales de la tasa del tres por mil de la facturación. 


Ese es el motivo del artículo presentado. 


SEÑOR PASTORÍN.- El artículo 49 refiere a una reasignación de créditos presupuestales de 
funcionamiento. Actualmente esos créditos están en "Casa Militar" y pasan a estar afectados a la 
Unidad Ejecutora 001 "Presidencia de la República y Unidades Dependientes”, en virtud de una 
reestructura que se hizo del funcionamiento del Establecimiento Anchorena. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Los artículos 50, 51 y 52 refieren a la Oficina Nacional de Servicio Civil. 


Para ser lo más conciso posible, dadas las limitaciones de tiempo, en la misma explicación puedo comprender 
tanto el artículo 50 como el 52, ya que comparten una misma matriz. 


Ambos artículos autorizan a la Oficina Nacional del Servicio Civil a reasignar créditos: el artículo 50, del 
Inciso 24 "Diversos Créditos", y el artículo 52, del Objeto del Gasto 299 "Otros servicios no personales no 
incluidos en los anteriores" al Objeto del Gasto 095 002 "Fondo para contratos temporales de Derecho 
Público”. 


Como verán, se trata de reasignación de créditos existentes, en especial, para financiar distintos contratos. No 
se trata de partidas incrementales sino de utilizar las existentes con los fines que los artículos definen y, de tal 
forma, evitar las observaciones que podría formular tanto el Tribunal de Cuentas como la Contaduría General 
de la Nacional, en el ámbito de sus respectivas competencias. 


En cuanto al artículo 51, señalo lo siguiente. La Oficina Nacional de Servicio Civil tiene como cometido el 
asesoramiento técnico preceptivo a los organismos de la Administración Central, Entes Autónomos y 
Servicios Descentralizados en determinadas temáticas. Eso está expresamente previsto en el artículo 4* de la 
Ley_N? 15.757, en especial, en los literales a) y b). Sin perjuicio de ello, existen múltiples organismos no 
comprendidos en la norma que acabo de citar que solicitan asistencia técnica de diversa naturaleza, vinculada 
con la mejora de gestión, con la reformulación de estructuras organizativas o de puestos de trabajo, con la 
gestión por proceso, con la capacitación, debiéndose sustentar en un convenio marco de cooperación 
interinstitucional para abordar los proyectos que se formulen. Por ello, se han abordado algunos proyectos de 
asistencia, con estas características, en especial, con los Gobiernos Departamentales, tanto con las 
Intendencias como con las Juntas; asimismo, han pedido asistencia algunas Alcaldías. En esa fase, se 
designan técnicos de la Oficina Nacional de Servicio Civil para trabajar en los procesos que se soliciten en el 
lugar. Eso hace que, muchas veces, los funcionarios se deban trasladar al interior del país. Los organismos no 
pueden pagar viáticos o reintegro de gastos a esos funcionarios que no son de su dependencia, pero sí pueden 
retribuir los costos de la asistencia técnica a través de convenios. Por lo tanto, si existiera un reembolso por la 
prestación, facilitaría la ejecución de las actividades que se acuerden en dichos convenios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Teniendo en cuenta que ha venido una delegación muy importante de la 
Presidencia de la República, dispuesta a explicar todos y cada uno de los artículos, quiero señalar que 
restan muchos artículos y que a partir de la hora 15 comenzaremos a recibir a varias delegaciones. Con 
todo respeto, pregunto al Partido Nacional y al Frente Amplio, que están presentes, si se desea 
continuar con la discusión artículo por artículo o si se considera suficiente la fundamentación que se ha 
entregado de todos los artículos. 


SEÑOR ABDALA.- Sugiero un camino ecléctico. En aras de colaborar con la Mesa, pero manteniendo 
la esencia de la reunión -que es el hecho de que la Administración comparezca a informar y justificar 
las propuestas que realiza-, propongo que se realice una presentación general de lo que falta, en forma 
sucinta y meramente descriptiva, y al finalizar, si tenemos alguna pregunta, la formularemos en los 
términos más concretos. 


SEÑOR GUERRERO.- Desde el artículo 53 hasta el 57, inclusive, son artículos relacionados con la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Solicito que se refiera a ellos el señor Subdirector de la Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto. 


SEÑOR ROCA.- En rigor, los artículos relativos a la OPP son los artículos que van desde el 53 al 57, 
inclusive, y los artículos 67 y 68. 


Los artículos 53, 67 y 68 refieren a reasignaciones. Si hay alguna duda puntual, responderemos sobre el 
particular. 


Los artículos que van desde el 54 al 57, inclusive, refieren a la Comisión de Compromisos de Gestión, 
estableciendo su creación, sus cometidos, sus facultades y su funcionamiento. En rigor, actualmente, ya 
existe una Comisión de Compromisos de Gestión, pero fue creada en el año 1999 por decreto. La situación 


jurídica actual plantea el siguiente problema. Se trata de una Comisión básicamente asesora, pero al ser 
creada por decreto, no tiene la fuerza legal necesaria para ejercer sus atribuciones en caso de que 
determinados compromisos de gestión hayan sido creados por ley, por una normativa específica. Esto genera 
una cierta dispersión de políticas. Si un compromiso de gestión es creado por una normativa específica, con 
fuerza de ley, la Comisión, que supuestamente tiene las políticas, las pautas y la idea de cómo manejar estos 
compromisos de gestión, no tiene fuerza para corregirlos. Esa es la situación que se intenta subsanar. Por 
ejemplo, si estamos intentando que los sistemas de remuneración variables den mayor peso a los indicadores 
sectoriales que a los empresariales o a los individuales, o si estamos intentando que los sistemas de 
remuneración variables menos peso tenga el factor empresa, cuanto más abajo se esté en la jerarquía 
funcional, y ciertos compromisos son creados por una normativa específica, que escapa a estas pautas, la 
Comisión, en la situación actual de haber sido creado por decreto, poco o nada puede hacer. 


En el mismo sentido, intentamos corregir el natural reparto que se da en la relación con las entidades que 
formulan compromisos de gestión, por ejemplo. La Oficina de Planeamiento y Presupuesto, que tiene 
relación con las empresas públicas, maneja los compromisos de gestión con las empresas públicas, mientras 
que el Ministerio de Economía y Finanzas maneja convenios con la Dirección General Impositiva, que es una 
unidad ejecutora del Ministerio. Tanto la Oficina de Planeamiento y Presupuesto como el Ministerio de 
Economía y Finanzas están interesados en tener un funcionamiento único respecto a las pautas de 
compromiso de gestión. Por eso, planteamos esta propuesta de crear por ley esta Comisión, que atendería 
todos los compromisos de gestión que implicaran transferencias de recursos hacia los Ministerios y también 
transferencias hacia empresas públicas o subvenciones. 


Asimismo, tendría competencia sobre todos los compromisos de gestión que ya están en funcionamiento. 


Precisamente, el artículo 56 da la fuerza para que la suscripción, la ejecución y la liquidación de los 
compromisos de gestión necesiten un informe previo favorable de esta Comisión de Compromisos de 
Gestión. 


SEÑOR GUERRERO.- El artículo 58 tiene que ver con autorizar el pase en comisión de funcionarios 
públicos a efectos de atender los Centros de Atención Ciudadana. Antes, esos centros giraban en la 
órbita de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, pero hoy está en la Agesic. Por eso, se autoriza a 
pasarlos a la Administración Nacional de Correos. 


El artículo 59 tiene que ver con la Oficina Nacional de Servicio Civil, porque refiere a la Escuela Nacional de 
Administración Pública. 


Solicito que la economista Nalbarte haga referencia a los artículos 60 al 63, porque se relacionan con el 
Instituto Nacional de Estadística. 


SEÑORA NALBARTE.- La idea de los cuatro artículos es la regularización de situaciones contractuales. 


El artículo 60 refiere a que los destajistas del INE pasen a ser contratos de trabajo y que su remuneración sea 
por encuesta, como ya está. 


El INE tiene a casi el 50% de sus funcionarios en contratos temporales, muchos de los cuales realizan las 
tareas permanentes de la institución, como las encuestas de hogares o el IPC. Entre ellos están los 
encuestadores, que son destajistas, y los contratados mensuales. 


Con respecto a los contratados mensuales, en el Estatuto del Funcionario Público se faculta a las Unidades 
Ejecutoras a pasarlos a contratados presupuestados. Los temporales destajistas no están cubiertos en este 
Estatuto de esta forma; jurídicamente no es viable presupuestarlos. El Estatuto del Funcionario Público no 
plantea que existan destajistas. Por eso se propone que estos contratados cobren por destajo. 


La idea es también darles continuidad, ya que son tareas permanentes. Los contratos temporales pueden ser 
renovados una vez más, y estos funcionarios, que vienen trabajando desde hace mucho tiempo en la 
institución, cesarían en sus funciones. 


Los siguientes dos artículos están emparentados y tienen que ver con trabajos especiales. Uno tiene que ver 
con la contratación de personal para estos trabajos especiales y el otro con las remuneraciones especiales de 
los funcionarios que encarguemos en esa tarea. 


Los trabajos especiales refieren a proyectos que se piden al Instituto Nacional de Estadística, y que no forman 
parte de sus tareas permanentes como, por ejemplo, cuando se le pide una encuesta sobre violencia de género 
o de trabajo infantil. Eso implica montar una estructura por uno, dos o tres meses, que luego desaparece. 
Necesitamos contratar encuestadores, críticos, supervisores para esa tarea. 


El artículo 61 refiere a la posibilidad de hacer contratos laborales con mayor flexibilidad, y de que sean 
renovables. Si se valora que los contratados son buenos funcionarios, se los puede tener también en otros 
trabajos, lo que hoy no nos está permitido porque son por una vez y no renovables. 


Por otro lado da flexibilidad para no pasar por el sistema de reclutamiento del programa Uruguay Concursa. 
Como decía, los tiempos nos impiden atender ciertas demandas del trabajo especial. 


El artículo 62 refiere a la posibilidad de pagar compensaciones por mayor responsabilidad. El pago de las 
remuneraciones de los trabajos especiales ya está reglamentado. El artículo 125 de la Ley N* 15.809 plantea 
cómo se financiarían estos trabajos especiales. 


El Decreto N* 780 plantea la reglamentación y que se pagarán horas extras a los funcionarios que trabajen en 
esas tareas. Muchas veces debemos poner personal calificado, que sí va a tener horas extras, pero también 
mayor responsabilidad. Por eso se plantea la posibilidad de la compensación. 


Finalmente, el artículo 63 está en el marco de lo planteado para las compensaciones variables en el Estatuto 
del Funcionario Público, pero la normativa no habilita al INE a pagar esas compensaciones. Las estamos 
planteando para dos tareas fundamentales: la supervisión y la supervisión general. Se trata de cargos que no 
existen dentro de la estructura del INE, aunque existen como funciones. Estas funciones son llevadas 
adelante por personal con distintas remuneraciones. Lo que se plantea es la posibilidad de pagar mientras se 
realiza la función, habiendo un llamado para esa función. Una vez que el funcionario deje de trabajar en esa 
tarea, dejaría de recibir la compensación. 


SEÑOR GUERRERO. Los artículos 64, 65 y 66 refieren a la creación en la Presidencia de la 
República de la Secretaría de Derechos Humanos, que sustituye en todo a la Dirección de Derechos 
Humanos que gira en la órbita del Ministerio de Educación y Cultura. Los otros artículos establecen el 
pasaje de toda la infraestructura y del personal. El último artículo dice que estará dirigida por un 
Consejo Consultivo, integrado por el Secretario de la Presidencia y por varios Ministros. 


SEÑOR ABDALA.- Sobre estos últimos artículos quisiera hacer alguna consulta. 


Este cambio institucional de la Dirección de Derechos Humanos me parece relevante. Creo que sería bueno 
conocer algunas fundamentaciones adicionales. No entiendo bien cuál es el sentido, ni qué ganamos con este 
cambio; quizás ganemos algo y no lo conozca. 


Desde el punto de vista de la jerarquización del tema -sin ninguna duda estamos frente a una cuestión que es 
de Estado y que el Estado debe resolver desde lo institucional de una forma proporcionada y que se 
corresponda con la naturaleza del tema-, entiendo que cambiar una Dirección por un Secretaría, por lo menos 
admite prueba en contrario. 


Insertarla en la Presidencia de la República, con el mismo argumento anterior con relación a otros temas -en 
el sentido de que se trata de un organismo de competencia cerrada, respecto del cual la relación con el 
Parlamento no es directa y para la cual existan canales establecidos de manera regular en términos de un ida 
y vuelta a la hora de la comunicación y del intercambio institucional-, también ofrece dudas. 


Creo que la creación de un Consejo Consultivo como el que aquí se propone, que supuestamente establecería 
las políticas, con una integración puramente estatal, en un tema donde es sabido las organizaciones sociales 
desarrollan una actividad importante y tienen mucho para aportar, y de hecho han aportado con relación a 
esta cuestión, por lo menos genera una duda razonable. Por estas razones planteamos esta interrogante. 


Las relaciones institucionales con el Parlamento son algo que no solo hay que preservar, sino también 
fomentar. El Poder Legislativo recientemente concibió la creación del Instituto de Derechos Humanos y 
Defensoría del Pueblo, como órgano asesor de este Poder que, por razones obvias, debe relacionarse con la 
mayor fluidez con el Poder Ejecutivo y con la Dirección de Derechos Humanos. Entonces, no parece la 
Presidencia de la República el mejor ámbito para que estas relaciones estén garantizadas. Esta referencia no 
es con relación a la actual Administración, sino a las que vengan en el futuro, porque estas decisiones 
institucionales se introducen en una ley para que perduren. Hipotéticamente hablando, aunque más no sea, si 
en el futuro viniera un Poder Ejecutivo del signo que fuera, cuya política de derechos humanos no pasara por 
fortalecer o jerarquizar la Dirección o, en este caso, la Secretaría, sino por otras coordenadas, tal vez podría 
hacerlo sin que el Parlamento o el Poder Legislativo pudiera incidir en esa determinación. Teóricamente, la 
institución de derechos humanos -sin duda, si hay voluntad política, esto no acontece- podría tener 
dificultades de carácter administrativo o de carácter formal para comunicarse con esta Secretaría en la 
medida en que la insertemos en la Presidencia de la República. 


Señalo estas debilidades, interrogantes o dudas razonables que me parece que abonan una especie de 
cuestionamiento inicial al planteo. 


Tal vez haya razones poderosas que nos puedan hacer cambiar de posición, pero realmente no sé cuáles son y 
por eso nos gustaría conocerlas. 


SEÑOR GANDINI.- Tengo la misma preocupación que el señor Diputado Abdala. Aquí lo que se hace 
es crear un órgano, que es la Secretaría de Derechos Humanos, que sustituye el actual diseño 
institucional, ubicado en el Ministerio de Educación y Cultura. Esa Secretaría estará integrada por el 
Secretario de la Presidencia y por diversos Ministerios o por quienes estos designen y su Director será 
desempeñada por el cargo que hoy está al frente de la Dirección de Derechos Humanos en el Ministerio 
de Educación y Cultura. 


Además de la ubicación institucional, que a mí no me convence y no encuentro las razones por las que fue 
colocada en ese lugar, da la impresión de que la Dirección va a ser ejercida por ese Consejo de Ministros, por 
esa Secretaría de Derechos Humanos que, además, puede hacerse representar. Parece que quienes se hagan 
representar estarán por encima del actual Director de Derechos Humanos, que será el Secretario o el Director 
de esa Secretaría. No me parece que sea un diseño apropiado. Si habláramos de los Ministros, sí, pero se 
pueden hacer representar por quien quieran. Entonces, el Director, que es quien tiene que ejecutar la política, 
obviamente, puede quedar un escalón más abajo, lo cual a mí no me convence, como tampoco me convence 
que la Secretaría quede ubicada en Presidencia de la República y, de algún modo, despersonalizada. 


Me parece que para la relación del Parlamento con esta Secretaría, que ha sido buena, no es conveniente. 
Además, me parece que deberíamos seguir la vieja regla que dice que no hay que cambiar lo que funciona 
bien. Esto ha funcionado bien, ha cumplido una buena gestión, tanto desde el punto de vista institucional, 
como por parte de quien se encuentra a su cargo. Cambiarlo abre una serie de interrogantes a mitad de 
camino que me parece no resultan convenientes. 


Esos eran los comentarios que quería hacer. 
SEÑOR GUERRERO. El Poder Ejecutivo entendió conveniente incluir este artículo. 


El fundamento es que entendemos que las políticas de Derechos Humanos deben ser transversales y 
centralizadas en la Presidencia de la República. Ese es el fundamento político. 


Es cierto que, como decía el señor Diputado Gandini, la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio de 
Educación y Cultura viene funcionando bien. Nosotros pensamos lo mismo. Lo que queremos hacer es 
mejorar, en el sentido de que sea una política más transversal. 


Tanto el señor Diputado Abdala como el señor Diputado Gandini han hecho alusión al mismo tema en el 
sentido de la falta de relación con el Parlamento. Creemos que como el órgano rector va a ser un organismo 
colegiado, integrado por cuatro Ministros, la relación con el Parlamento podrá llevarse a cabo a través de 
llamados a Sala a esos Ministros en régimen de interpelación o lo que ustedes decidan. El señor Diputado 
Gandini decía que la Secretaría estaría integrada por los Ministros. En principio, nosotros no tendríamos 


inconveniente en sacar de la redacción esa parte, es decir, "o por quienes estos designen en su 
representación", y dejar solamente a los Ministros. En realidad, lo digo sin consultar, pero me parece que no 
habría inconveniente. Inclusive, sería más transparente, teniendo en cuenta la relación con los parlamentarios. 


Si bien se centraliza en la Presidencia de la República, la relación con el Parlamento no cambia porque, a mi 
juicio, los Ministros pueden ser convocados al Parlamento. 


SEÑOR BEROIS.- Quiero hacer una consulta muy puntual con respecto al artículo 59, teniendo en 
cuenta la norma referida. 


El artículo 59 refiere a las excepciones que comprenden a los docentes de la Escuela Nacional de 
Administración Pública. Entendemos perfectamente esta excepción a la incompatibilidad entre la jubilación y 
la actividad, pero la pregunta es por qué están comprendidos estos docentes y no todos los demás, si esa es la 
voluntad del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR GUERRERO.- Si me permiten, voy a ceder el uso de la palabra al escribano Martínez, 
Director de la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Concretamente, con este artículo -que nos gustaría haber incluido en el 
Capítulo referido a los funcionarios, pero quedó en el de Presidencia de la República- lo único que se 
pretendía era buscar una solución para la ENAP, que depende de la Oficina Nacional del Servicio 
Civil, tratando de autorizar a quienes se hubieren jubilado, de manera de aprovechar la capacidad y la 
riquísima experiencia en temas públicos de quienes tienen más tiempo. Fue pensado desde la óptica de 
la gestión de la Oficina Nacional del Servicio Civil, teniendo en cuenta los problemas que generalmente 
tenemos para confeccionar las listas de docentes para dictar los diversos cursos, que van en aumento. 
Fue el único espíritu que nos animó a incluir este artículo. 


SEÑOR GANDINI.- Quiero hacer una consulta a la Presidencia, que tal vez se deba derivar a la 
Oficina Nacional del Servicio Civil, sobre un tema que se nos dejó a consideración, para que se le diera 
iniciativa parlamentaria, dado que no vino incluido en el Mensaje del Poder Ejecutivo. Estoy hablando 
de un artículo del Ministerio de Salud Pública que se introduce en un aspecto que fue muy polémico y, 
sobre todo, muy difícil de interpretar cuando se resolvió, creo que en oportunidad de la Ley de 
Presupuestos. 


En materia de cargos de particular confianza, en un momento el Parlamento modificó el régimen de 
retribuciones y estableció que ciertos cargos políticos de particular confianza pasaban a tener una retribución 
diferente, en tanto su vínculo a los contratos o a las remuneraciones que fija la de esos cargos de Ministros, 
Subsecretarios, Directores Generales, etcétera, se separaba o se desenganchaba de otros cargos de particular 
confianza que quedaban atados a la norma de 1986. Eso fue muy discutido. Inclusive, fue recurrido por 
algunos organismos, en tanto se entendía que la formulación legal de aquella norma los dejaba vinculados a 
esa mejora salarial, caso del Poder Judicial y de algunos otros órganos desconcentrados. Más allá de que eso 
se laudó -supongo-, aquí lo que hace el Ministerio de Salud Pública es desenganchar del régimen actual a los 
Directores Departamentales de Salud y lo vincula al Director General de Secretaría. Los desvincula del 
régimen en el cual estaban incluidos -de él surgía su remuneración- y los vincula al Director General de 
Secretaría, estableciendo que su remuneración será el 90% del salario del Director General de Secretaría. A lo 
mejor, esto es justo -seguramente lo es-, pero la pregunta es qué opina la Oficina Nacional del Servicio Civil 
o Presidencia de generar este corrimiento con lo que puede significar en materia de antecedentes en este 
sector. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Berois) 


———Quizás no me puedan responder esta pregunta ahora, pero tal vez me puedan enviar su opinión. El 
Tribunal de Cuentas de la República envía una iniciativa propia, en la cual los artículos 7” y 8” modifican el 
régimen de compras. Introducen cambios a la publicidad y otros aspectos de algunos sistemas de compras 
que consagramos en la ley y que vinieron incluidos dentro de la propuesta de Presidencia en la pasada Ley de 
Presupuesto de 2011. Quería conocer vuestra opinión, porque pondremos este tema a consideración de la 
Comisión. A mí me parece razonable lo que plantea el Tribunal de Cuentas de la República, pero no quisiera 


saltearme la opinión de quien tuvo la iniciativa original en un régimen que se modificó sensiblemente en la 
pasada Rendición de Cuentas. Si no tienen aquí esta información, tal vez nos puedan acercar algún 
comentario antes de que votemos en la Comisión. 


SEÑOR GAMOU.- Quiero destacar que estamos haciendo fotocopias en las que aparece, precisamente, 
este artículo referido a los Directores Departamentales de Salud. Allí hay un costeo y una 
fundamentación porque, en definitiva, me parece que es bueno tener toda la información. En esa hoja 
figura la razón por la cual se presenta esto: hay funcionarios de inferior jerarquía que, de no 
aprobarse este artículo, estarían cobrando más que el Director Departamental de Salud. Por lo tanto, 
solicitaría que cuando se haga mención a esto, se tome en cuenta cuál fue la fundamentación que nos 
planteó el Ministerio de Salud Pública. 


SEÑOR GUERRERO.- Tenemos tres artículos que son de dos materias distintas, una de ellas 
relacionada al Ministerio de Salud Pública. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Quiero manifestar al señor Diputado Gandini que acabo de acceder al texto del 
artículo. En el artículo 282 de la Ley de Presupuesto anterior, o sea, la Ley_N” 17.930, se suprimieron 
determinados cargos en el Ministerio de Salud Pública en la Unidad Ejecutora 070, "Dirección 
General de la Salud", y se crearon los 19 cargos de Directores Departamentales de Salud. A los efectos 
salariales, en aquella oportunidad se incluyeron en el literal e) del artículo 9” de la Ley_N” 15.809. 
Posteriormente, en la Ley_N” 18.046, esta situación fue modificada y lo subieron al literal d) del 
artículo 9” de la Ley N” 15.809. 


Estoy haciendo una rápida lectura del artículo. Lo que en este caso está proponiendo el Ministerio de Salud 
Pública es establecer que estos Directores Departamentales tengan un salario equivalente al 90% del sueldo 
del Director General de Secretaría, pero no entiendo que exista un desenganche, en virtud de que hacen 
referencia al "mecanismo de cálculo establecido en el penúltimo inciso del artículo 64 de la Ley N* 18.719 
(...)", que fue el que estableció los nuevos valores. El penúltimo inciso de dicho artículo expresamente 
establece: "Todo mecanismo de cálculo retributivo que refiera a los sueldos nominales de los cargos 
mencionados en el inciso primero del presente artículo, se realizará sobre el valor de aquéllos al 1% de enero 
de 2010, actualizado en la oportunidad y sobre los mismos porcentajes en que se actualicen los sueldos de la 
Administración Central". Es decir que no está tomando el valor del sueldo del Director General de hoy, sino 
el de enero de 2010 con las actualizaciones correspondientes. 


SEÑOR GUERRERO.- En cuanto a los artículos sobre los que nos preguntaba el señor Diputado 
Gandini, los vamos a analizar y nos comunicaremos con usted. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda agradece la 
presencia de las autoridades de Presidencia de la República. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 14 y 47) 


Tí maana dal mia da nádcin a 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


